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1. INTRODUCCION 
Durante los últimos diez años de la vida española hemos asistido, en 
nuestro país, a una serie de negociaciones entre el Estado y la Santa 
Sede, en relación con la revisión del Concordato español de 1953. Este 
hecho ha planteado, en varios autores, el estudio de la posible modifica-
ción del sistema matrimonial español, así como de los problemas y solu-
ciones que tal modificación lleva consigo. 
Entre los puntos objeto de controversia -controversia que, por otra 
parte, tiene todavía plena actualidad- figura la posibilidad de que la 
Iglesia permita, en el futuro Concordato español, que las causas de sepa-
ración matrimonial sean conocidas en sede civil. 
Varias son las voces que se han pronunciado a favor de esta tesis 1. 
De hecho, España es el único país donde el Estado reconoce la separación 
canónica y donde aplica a la resolución eclesiástica los efectos civiles 
de la separación 2. 
Entre las razones de peso que se señalan en España para modificar 
el actual sistema de separación conyugal, figuran dos que merecen tenerse 
1. Cfr., por ejemplo, F. VARELA, La separación convencional de los cónyuges y el Dere-
cho español (Pamplona, 1972), pp. 158-168; M. LóPEZ ALARCÓN, El futuro régimen ;urídico 
de la separación conyugal, en «Ius Canonicum», 12-11 (1972), pp. 149-171; R. RODRIGO, Cur 
optata a M. P. «Causas Matrimoniales» celeritas haud semper obtinetur, en «Periodica de 
re morali, canonica, liturgica», 62 (1973), pp. 528-538 Y .543-550. 
2. En Colombia, que también reconocía estos efectos, se cambió, en virtud del Con-
cordato de 1975, la cláusula de reconocimiento de efectos civiles a la separación canónica 
por la tolerancia de la Iglesia sobre conocimiento en sede civil de dicha separación. Cfr. 
A.A.S., 67 (1975), pp. 425 Y 434. 
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en consideración: Por un lado los inconvenientes de una doble jurisdicción 
--canónica y civil- dan origen a que las resoluciones firmes de la auto-
ridad eclesiástica pasen luego a la competente autoridad civil para el re-
gistro y aplicación de los efectos civiles correspondientes. Por otro lado, 
se achaca a los Tribunales eclesiásticos lentitud en la tramitación de las 
causas matrimoniales como consecuencia -señalan- de los propios de-
fectos de la estructura judicial eclesiástica en España, y de la acumulación 
de un número excesivo de causas de separación, que, sumadas a las de 
nulidad, ocasionan un trabajo tal a las personas encargadas de su resolu-
ción y tramitación, que no pueden despejar con la rapidez deseada. 
A pesar de tan poderosas razones, hay que señalar, sin embargo, 
que no está claro que sean suficientes para aconsejar el cambio de sistema. 
Autores de mucha autoridad se han mostrado recientemente contrarios a 
este cambio. Unos, como Del Amo y Panizo 3, son partidarios de que se 
agilice el proceso de separación judicial, permaneciendo las causas de se-
paración en los Tribunales eclesiásticos. Fuenmayor y De Diego-Lora 4 
coinciden con ellos en que las causas de separación continúen bajo la 
jurisdicción eclesiástica, si bien abogan por la introducción de una vía 
administrativa de separación que alivie a los tribunales del conocimiento 
de gran parte de estas causas, de paso que se favorece una atención 
mayor a las causas de nulidad por parte de dichos tribunales. 
Prescindiendo de momento de la solución más conveniente a este 
problema, un hecho cierto merece ponerse de manifiesto: La importancia 
creciente que se ha concedido en los últimos años a las causas de sepa-
ración conyugal. Se puede decir que juegan un papel decisivo en la esta-
bilidad matrimonial. La razón es obvia: Como la separación conyugal 
no destruye el matrimonio, la relación matrimonial sigue en pie aunque 
los cónyuges vivan separados. Por el contrario, en las causas de nulidad 
y en el procedimiento de disolución super rato, o se declara la inexistencia 
del matrimonio o -si se trata de disolución-, se dispensa del vínculo 
matrimonial, en los casos en que la Iglesia puede hacerlo. 
Externamente los efectos de la separación y los de la nulidad o diso-
lución pueden presentarse como parecidos: La desaparición de la con-
3. Cfr. L. DEL AMO, Reflexiones acerca de las causas matrimoniales en España, en 
dus Canonicum», 14 (1974), pp. 169-217; S. PANIZO, Separación matrimonial y procedi-
mientos pastorales, en Revista española de Derecho canónico, 32 (1976), pp. 53-73. 
4. Cfr. A. DE FUENMAYOR, El sistema matrimonial español: Matrimonio civil y matri-
monio canónico, en «Nuestro tiempo» U (1976), pp. 357; C. DE DIEGO-LORA, Función pasto-
ral y separación de cónyuges, en «Ius Canonicum», U-U (1973), pp. 267-284. 
SEPARACIÓN CONYUGAL 107 
vivencia y una serie de efectos que siguen a las respectivas declaraciones. 
Pero la diferencia entre uno y otro tipo de fenómenos jurídicos es sus-
tancial. En los segundos se declara la nulidad del matrimonio o se dis-
pensa del vínculo; por tanto, no hay vínculo matrimonial. La pareja no 
queda ligada jurídicamente ni ordenada a unos fines comunes -unidad 
en la naturaleza, y solidaridad en los fines, en frase de Hervada 5_; 
sus componentes están libres para contraer un verdadero matrimonio, 
ya que el anterior o no existía o ha sido disuelto por la dispensa ponti-
ficia. Mal puede hablarse, pues, de falta de estabilidad matrimonial en 
estos casos. Además, la separación en tales hipótesis es necesaria, ya 
que precisamente la permanencia de la cohabitación sería contraria al 
Derecho natural y divino positivo. El interés está, por eso mismo, en 
que se lleve a cabo la separación con el fin de que, si no ha sido posible 
convalidar o subsanar el matrimonio, se restablezca el orden natural 
según la divina ordenación. 
En definitiva, caso de dispensa superrato o declaración de nulidad, 
cualquiera de las partes podrá celebrar posteriormente un verdadero ma-
trimonio -si no media algún impedimento o voto prohibitivo- por ha-
llarse en condiciones de alcanzar los fines matrimoniales, al encontrarse 
en condiciones aptas para establecer el fundamento natural de una verda-
dera unión en las naturalezas con la consiguiente ordenación a los fines. 
Cosa distinta sucede en la separación manente vínculo. Porque los 
cónyuges están vinculados en una relación cuyo fundamento está en la 
propia naturaleza de los sujetos -unión real de la virilidad y de la 
feminidad en la una caro-, y existe una tendencia a los fines que sólo 
se alcanza en la medida en que sea efectiva esa unión. Por eso, las causas 
de separación conyugal no dejan a su vez de ser situaciones contrarias a 
la ordenación a los fines, y por esto mismo son un mal que da origen a 
una falta de estabilidad matrimonial. Además, con el agravante de que 
la separación -que en muchos casos es la menos mala de las soluciones-
altera el orden natural del matrimonio, ya que los fines matrimoniales 
sólo se alcanzan dentro de él, y nunca a través de la unión con otra 
persona distinta del cónyuge. En consecuencia, no puede la Iglesia centrar 
exclusivamente su atención en las causas de nulidad y desentenderse de 
las causas de separación, alegando que éstas no destruyen el vínculo. 
5. Cfr., entre otros textos de este autor, J. HERVADA y P. LOMBARDIA, El derecho del 
pueblo de Dios IlI. Derecho matrimonial (1), (Pamplona, 1973), pp. 29·31; J. HERVADA, 
Reflexiones en torno al matrimonio a la luz del Derecho natural, en Persona y Derecho, 1 
(1974), pp. 69 y ss. .. 
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Precisamente, por eso, requieren una especial atención, ya que, en la 
medida en que se elimine la presencia de causas de separación se está 
fomentando la estabilidad del matrimonio. De ahí la importancia que 
tiene la solución de dos cuestiones relacionadas con la estabilidad, a 
saber: a) ¿Contribuye a la estabilidad matrimonial, el paso del conoci-
miento de las causas de separación a la autoridad civil?; b) ¿De qué 
modo puede la Iglesia hacer disminuir la presencia de causas de se-
paración? 
Entre estas dos coordenadas discurren las líneas del presente trabajo. 
No se pretende estudiar en toda su amplitud el fenómeno de la llamada 
desestabilización matrimonial. Por un lado, se ha dejado al margen la 
labor pastoral que le compete a la Iglesia fuera del campo estricto del 
Derecho. No cabe duda que en este aspecto tiene la Iglesia una enorme 
tarea por realizar en orden a recristianianizar un mundo que se está 
paganizando cada día más, también dentro del campo de los propios fieles. 
Pero tampoco dentro del sistema matrimonial canónico se analizan todas 
las causas, sino solamente las causas de separación -brevemente- y los 
sistemas de separación, aunque, eso sí, desde el prisma de la influencia 
que tienen en la estabilidad matrimonial. Una rápida visión de estos 
sistemas, con una consideración especial del italiano y español -pueblos 
tan próximos y con tantos puntos coincidentes-, nos permite enjuiciar 
los procedimientos más adecuados de separación en orden a conseguir una 
mayor estabilidad en los matrimonios. 
Por último, se estudia un procedimiento administrativo de separa-
ción, procurando establecer las líneas directrices por las que debe regirse 
un procedimiento de tal naturaleza. Se tiene en él particularmente en 
cuenta la conveniencia de que se ejerza una eficaz función pastoral que 
contribuya, dentro de sus posibilidades, a fomentar la estabilidad matri-
monial. Este procedimiento tiene la ventaja de que elimina en gran parte 
el enfrentamiento entre los cónyuges, ya que prescinde de la vía conten-
ciosa y del contradictorio específico del proceso judicial. Además, por 
lo que se refiere a España, aligeraría grandemente la acumulación excesiva 
de causas matrimoniales en los Tribunales eclesiásticos, que ha sido uno 
de los motivos de crítica al sistema de separación español -sistema que, 
como se pone de manifiesto en este trabajo, reune, por otra parte, 
las condiciones óptimas para un adecuado tratamiento de la separación 
conyugal-, y bandera para abogar que pase el conocimiento de estas 
causas a la jurisdicción civil. 
Por otro lado, la tolerancia de la Iglesia, cediendo a la separación por 
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vía civil, en nada favorece la resolución de los conflictos matrimoniales, 
entre otras cosas porque se concede la separación con suma facilidad o 
por causas distintas a las canónicas, y porque la Iglesia queda desplazada 
en un tema conflictivo que no deja de tener naturaleza espiritual y se 
encuentra impedida de ejercer, en relación a él, una adecuada función 
pastoral. Este hecho queda patente, por ejemplo, al analizar la función 
del sistema italiano de separación. 
Se da cabida en este procedimiento a la separación convencional sin 
declaración de culpabilidad, siempre que se dé un examen y juicio de 
la presencia de una causa de separación por el Delegado episcopal, y ra-
tifique, con las modificaciones oportunas -si procede-, el acuerdo entre 
los cónyuges en orden a su conformidad con la legislación canónica y a la 
posible eficacia civil de la resolución de separación. En este último res-
pecto, no deja de contemplarse la posibilidad de que la separación con-
vencional, si adopta forma externa de transacción, independientemente de 
su aprobación por la autoridad eclesiástica, puede ser cauce jurídico para 
que un acto realizado de conformidad con la legislación canónica, pueda 
tener efectos civiles en un ordenamiento que no reconozca o que ignore 
la jurisdicción eclesiástica; de análogo modo, el compromiso arbitral pen-
samos que puede ofrecerse, en algún sistema jurídico civil, como camino 
contractual de eficacia de actos eclesiásticos, cuando el laudo se pronuncia 
por el Ordinario o su Delegado como árbitro de derecho privado. 
II. SEPARACION CONYUGAL y CAUSAS DE SEPARACION 
1. Naturaleza de la separación conyugal. 
La separación conyugal ha sido entendida de diversas maneras · a 10 
largo de la historia. Algunas veces se ha referido a ella en el sentido 
de disolución de la vida matrimonial con posibilidad de contraer nuevas 
nupcias; es decir, lo que actualmente se entiende por divorcio vincular, 
o disolución del vínculo. 
Sin embargo, la separación conyugal, entendida como separación sin 
disolución del vínculo, es una figura típica del Derecho canónico, que 
surge y se va delimitando jurídicamente al aplicar al matrimonio la doc-
trina, recogida en el Nuevo Testamento, sobre la indisolubilidad de todo 
matrimonio contraído válidamente. La misma novedad de esta institución, 
que surge en una sociedad como la romana, en la que el matrimonio 
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era un hecho sociológico, que podía ser disuelto por la autoridad privada 
de los cónyuges, hace que pasen años hasta que adquiera los rasgos 
típicos que la caracterizan 6. 
Por lo que se refiere a la separación conyugal, nos interesa resaltar 
algunos puntos que se desprenden al analizar el matrimonio durante los 
primeros siglos del cristianismo 7. En primer lugar, la distinción entre la 
separación no vincular y el divorcico vincular fue una idea clara de la 
Iglesia desde el principio, aunque tuvo que pasar algún tiempo hasta 
que quedara jurídicámente delimitada la propiamente dicha separación con-
yugal, distinguiéndola de la separación por matrimonio nulo. Por otro 
lado, a comienzo del s. VI (Concilio de Agde, a. 506) encontramos, en 
el c. 61, testimonios de la distinción entre matrimonio nulo por impedi-
mento dirimente y separación no vincular. En segundo lugar, hay constan-
cia de que la separación se hacía por propia autoridad -incluso impo-
niendo penas en algunos casos, cuando no despedía el marido a la mujer 
adúltera-, y también se exigía otras veces la intervención del Obispo, 
como sucede con el c. 25 del Concilio de Agde 8. Finalmente, conviene 
relatar que, salvo casos de escándalo, por ejemplo, por adulterio de la 
6. «El cambio radical de concepclOn jurídica -escribe Lombardía- que supone el 
paso de un matrimonio que podía contraerse sin molestias ni demoras y resolverse del mismo 
modo, a la ideología cristiana, según la cual el consentimiento inicial conserva su firmeza 
independientemente de la voluntad posterior de los contrayentes, no podía menos de traer 
consigo cambios radicales en el acto de conclusión del matrimonio cristiano», P. LOMBARDÍA, 
Escritos de Derecho canónico, t. 1, (Pamplona, 1973), pp. 68-69. 
7. Durante esos siglos hay una lucha de la Iglesia por mantener el principio de 
idisolubilidad, lucha que oscila entre la disimulación del divorcio y su castigo como delito. 
Según Esmein, Tertuliano en alguno de sus escritos admite el divorcio en caso de adulterio, 
aunque otras veces habla de indisolubilidad absoluta. También habla este autor de algunos 
Padres que admiten en ciertos escritos el divorcio perfecto cuando se trata de adulterio. 
Cfr. A. EsMEIN, Le marit1Jge en Droit canonique, t. 11, 2.' edición puesta al día por R. Gé-
nestal, J- Dauviller (París, 1935), pp. 49-59. Sin embargo, no nos parece que deba enten-
derse el término divorcio en el sentido de disolución del vínculo. De hecho, ninguno de los 
Padres dice que una vez separados -salvo cuando se trata de matrimonio no válido- pue-
dan volver a casarse. Cfr., en este sentido, T. RINCÓN, La doctrina sobre la indisolubilidad 
del matrimonio en el primer milenio cristiano, En «Ius Canonicum», 13-1 (1973), pp. 91-133; 
P. LOMBARDÍA, Escritos ... cit., p. 91. Por lo demás, hay que resaltar que, en Derecho canó-
nico primitivo, sólo se conoce la separación no vincularen caso de adulterio, y los cánones 
de los primeros concilios recogen normas regulando este tipo de separación. Cfr. por ejem-
plo, Concilio 11 de Orleans, c. 14, MANSI, Sacrorum Conciliorum nova et amplissima 
colectio (Graz, 1960), n. 9, col. 15, donde aparece como el c. 13 del Concilio aurelianense III; 
Concilio de Agde, c. 61, MANSI, idem., vol. 8, col. 335; Concilio gangrense, c. 14, en 
P. JOANNOU, Fonti. Fascicolo IX. Disciplina generale antique (Il-IX s.) t. 1, 12" p. 96. 
8. Cfr. J. TEJADA y RAMIRO, Colección de cánones de la Iglesia española, t. 1, (Madrid 
1850), pp. 408-409. 
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mujer de un clérigo cuando éste lo conocía y no la despedía - .-también 
hay algún canon en que se impone penas al marido que consiente en el 
adulterio de su mujer, sin especificar si es clérigo o no--, la separación 
no se imponía sino que se permitía. 
1.1. La separación conyugal como suspensión del contenido de la relación 
matrimonial. 
Una vez clara la distinción entre separación y divorcio vincular, inte-
resa delimitar los rasgos que caracterizan a la figura de la separación 
conyugal. 
Puede afirmarse que inicialmente, cuando los autores consideran el 
contenido jurídico de la separación conyugal, se fijan en los siguientes 
aspectos: 
1.0 Por la separación se producen dos efectos: a) La no obligación 
del ius in corpus, y b) La no obligación de la cohabitación y de las obli-
gaciones secundarias que proceden de ella, es decir, la mutua servitute. 
El vínculo permanecía intacto e impedía cualquier otro enlace. 2.° Entre 
el concepto de divorcio romano y la separación se establecían las si-
guientes distinciones: a) intervención de la autoridad de la Iglesia para 
establecer la separación; b) indisolubilidad del vínculo en el caso de sepa-
ración. Ya hemos señalado, sin embargo, cómo en los primeros siglos se 
daban separaciones con y sin intervención de la autoridad. 
Cuando los protestantes atacan la indisolubilidad del vínculo conyugal 
se produce por parte de la Iglesia una vigorosa defensa de este principio. 
El Concilio de Trento condena que pueda disolverse el vínculo por adul-
terio 9. Al mismo tiempo, admite la separación quoad thorum, seu quoad 
cohabitationem por muchas causas 10. Los autores posteriores interpretan, 
en sentido espacio-local, la palabra separatio usada por Trento, y presen-
tan como equivalentes la comunidad de lecho y habitación, en base a la 
equiparación que hace este Concilio del divortium quoad thorum y quoad 
cohabitationem. Sin embargo, el Concilio está tratando sencillamente el 
instituto del divortium manente vinculo, y no cuál sea la tipificación de 
la comunidad de vida: se refiere a él con la terminología corriente en 
aquel momento. Por tanto, no es el Concilio de Trento el que cambia 
de significado con los tres elementos característicos: comunidad de lecho, 
9. Cfr. Concilio de Trento, sesión XXIV, canon 7. 
10. Ibidem, canon 8. 
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mesa y habitación. El primer autor que utilizó la tipificación fue, según 
Le Picare, Panormitanus -primera mitad del siglo XVI-o Posteriormente, 
al aplicar esa tipificación de la vida matrimonial al término separatio 
utilizado por Trento, se entendió dicha separación en sentido espacio-
local, es decir, como alejamiento físico de los cónyuges y no como suspen-
sión del contenido de la relación matrimonial, que era el concepto que 
tenía de la separación la doctrina tradicional 11. 
Recientemente se presenta una tendencia en algunos autores a volver 
a la concepción original de la separación. Así Bernández, al analizar la 
definición de separación conyugal dada por Sabater March, «prohibición 
o suspensión del derecho a la integridad matrimonial como el más apro-
piado para comprender la multitud de supuestos que la práctica puede 
ofrecer» 12. Otros autores, que se han pronunciado claramente sobre la 
separación conyugal como suspensión del contenido de la relación matri-
monial, han sido, De la Hera, Herveda y Lombardía. «Por tanto -escri-
be De la Hera- la separación conyugal no ha de ser considerada como 
una suspensión del ius cohabitationis, sino del contenido de la relación 
matrimonial» 13. 
11. Las principales ideas de esta breve exposición sobre la evolución de la figura de 
la separación conyugal, desde la doctrina tradicional hasta su consideración como separa-
ción en sentido espacio-local, las hemos tomado del trabajo inédito de J. JIMÉNEZ, Separación 
conyugal. Objetividad de la causa de separación, tesis doctoral presentada en la Facultad 
de Derecho canónico de la Universidad de Navarra (Pamplona, 1972), pp. 111-142. 
12. A. BERNÁRDEZ, Las causas ctmónicas de separación con1'ugal (Madrid, 1961), p. 92, 
añade: «La separación, sin embargo, supone una repercusión en las relaciones jurídicas inter-
subjetivas de los cónyuges. Más aún, nos atreveríamos a decir que son estas relaciones las que 
se modifican primaria y esencialmente». 
A. DE LA HERA, Relevancia jurídico-canónica de la cohabitación conyugal (Pamplona, 
1966), p. 182. 
13. Hervada considera que el matrimonio hay que observarlo bajo dos aspectos: como 
una realidad social y como una realidad jurídica. En este segundo aspecto el matrimonio 
está formado por una situación contemplada y protegida por el Derecho y compuesta de 
un sistema de vinculaciones jurídicas. Esta realidad jurídica la entiende Hervada como un 
varón y una mujer vinculados entre sí; deduce que la idea de comunidad responde a dicha 
realidad primaria de unas personas unidas entre sí -realidad social- y aplica el concepto 
jurídico de relación a esa comunidad. En consecuencia la esencia da la relación jurídica ma-
trimonial la constituye una relación jurídica -no vínculo jurídico-- cuyos elementos cons-
titutivos son: a) los sujetos: un hombre y una mujer, b) el vínculo: nexo primario que une 
a los cónyuges. En él están radicalmente contenidos todos los derechos y deberes conyugales, 
c) el contenido: situaciones jurídicas derivadas del vínculo, d) el objeto: prestaciones persona-
les de los cónyuges. 
Cfr. J. HERVADA, Los fines del matrimonio. Su relación en la estructura matrimonial 
(Pamplona, 1960), pp. 40-41; ibidem, El matrimonio in/acto esse. Su estructura jurídica, en 
«lus canonicum», I(1961), pp. 135-175; J . HERVADA y P. LOMBARDÍA, El Derecho del Pueblo 
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Las situaciones jurídicas son el contenido de la relación jurídica. Su-
ponen un conjunto de poderes, sumisiones, derechos, deberes, legitima-
ciones, capacidades, etc. 14, en orden al desenvolvimiento de la vida con-
yugal. Se trata, en definitiva de unas facultades y unas obligaciones con 
un contenido vario y general, que se concretará, entre otras cosas, en una 
serie de derechos y deberes subjetivos. Derechos subjetivos que suponen 
una facultad de exigir sobre otro sujeto una determinada conducta; del 
mismo modo, si alguien tiene un deber, es porque está ligado jurídica-
mente a quien tiene un derecho correlativo a ese deber. Son las si-
guientes 15: 
-ius-debitum in corpus in ordine ad actos per se aptos ad 
prolis generationem, 
-ius-debitum ad communionem vitae (tanto en orden a la 
educación como a la ayuda mutua y a la susceptio sobolis) , 
-ius-debitum non faciendi aliquid contra prolem, 
-ius-debitum ad recipiendam et educandam prolem en el seno 
de la comunidad conyugal. 
Una correcta interpretación de la separación conyugal nos lleva, por 
tanto, a la distinción entre derechos subjetivos y situaciones jurídicas, por 
un lado, y entre pérdida y suspensión, por otro. Se observa que, a veces, 
no se distingue, por ejemplo, entre ius in corpus y ius ad actus coniugalis. 
El primero es una situación jurídica que no sólo abarca el derecho al 
acto conyugal, sino también otras exigencias de justicia, como el deber 
de la fidelidad, el derecho a vivir juntos, etc. 16 • 
Por otra parte, se entiende por pérdida o extinción de una situación 
jurídica, su desaparación radical, es decir, su destrucción intrínseca. La 
suspensión, por el contrario, es la paralización de su eficacia o de ejercicio 
a causa de una circunstancia o vicisitud extrínseca que impide su des-
pliegue 17. Por eso, aunque los defectos aparentes de una suspensión per-
de Dios. Hacia un sistema de Derecho can6nimo. 111 Derecho matrimonial (1), (Pamplona, 
1973), pp. 198-200. 
14. Cfr. P. LoMBARDÍA, La estructura del ordenamiento can6nico, en A.A.V.V. «De-
recho canónico 1» (Pamplona, 1974), p. 165. 
15. Nos limitamos simplemente a exponer cuáles son, sin analizar su razón de ser 
y su íntima relación con la ordinatio ad fines del matrimonio. Puede verse una exposición 
detallada en ]. HERVADA, Los fines ... cit., pp. 142-184. 
16. Cfr.]. HERVADA y P. LoMBARDÍA, El derecho ... cit., p. 208. 
17. Cfr.]. HERVADA, El matrimonio ... c;t., pp. 148-149. 
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petua puedan ser los mismos que los de la pérdida, no pueden confun-
dirse ambos conceptos. No es lo mismo la pérdida del ius in corpus por 
disolución del matrimonio super rato) que la suspensión perpetua por 
adulterio. En el primer caso se ha disuelto el vínculo y, por tanto, no 
puede surgir el ius in corpus nunca, salvo que las mismas personas cele-
bren nuevo matrimonio. Pero entonces se trata de una relación jurídica 
nueva, distinta a la primera. En la separación perpetua, sin embargo, el 
vínculo sigue existiendo, y en él, como en germen -potencialmente- y 
de modo radical, se encuentran los derechos conyugales, esperando adqui-
rir eficacia cuando desaparezca la causa que impide su despliegue. 
2. Las causas de separación conyugal. 
2.1. El «ius separationis». 
De cuanto se ha dicho más arriba se deduce que cuando en la vida 
matrimonial se produce una causa de separación, es decir, una situación 
que justifique la separación conyugal, surge ipso lacto un derecho a sus-
pender el contenido de la relación jurídica matrimonial. Este derecho pue-
den tenerlo uno de los cónyuges o los dos, según que la causa de sepa-
ración sea debida a una conducta culpable de uno de ellos --que es la 
que origina el ius separationis en el otro-, o se trata de una situación 
que origina el ius separationis en los dos, bien por falta de conducta cul-
pable en ambos, o por otros motivos. En nuestra opinión el ius sepa-
rationis es un verdadero derecho subjetivo que tiene su fundamento en la 
causa de separación. Se trata de un derecho a suspender un deber --el 
deber de la vida común, con todo 10 que ello lleva consigo- cuando 
existe una imposibilidad de tender eficazmente a los fines del matri-
monio. 
Este derecho está reconocido y protegido por el ordenamiento po-
sitivo, como se evidencia de los cánones 1129-1131: «alter coniux --es-
cribe De Diego Lora-, manente vinculo) ius habet) reza el 1129 para 
el caso de adulterio; ius a ejercitar sive iudicis sententia si ve propria 
auctoritate según el c. 1130. rus también existente en las causas de 
separación temporal, al decir, el c. 1131, 1, que tales causas sunt pro 
altero coníuge totídem legitime causae discedendi) auctoritate Ordínarii 
loci) et etiam propria auctoritate) si de eis certo constet) et perículo sit 
in mora. Es decir, que este derecho del cónyuge inocente a la separación 
no es un derecho sólo de acción dirigido al Ordinario para que decida 
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en justicia acerca de la separaClon pretendida; sino que es un derecho 
subjetivo a la suspensión del contenido de la relación jurídica matrimo-
nial, reconocido a favor del cónyuge inocente, pudiéndolo éste ejercitar por 
propia autoridad, incondicionalmente en el caso de adulterio; condicio-
nalmente en las hipótesis justificativas de la separación temporal» 18. 
Se trata tanto de una facultas exigendi, como de una facultas agendi, 
en virtud de la cual el cónyuge que posee este derecho puede exigir 
que se le reconozcan por la autoridad o puede ejercerlo sin intervención 
de la autoridad de la Iglesia 19. En nuestra opinión, creemos que debe 
intervenir habitualmente la autoridad de la Iglesia, fundamentalmente 
para establecer si hay verdadera causa de separación y no simples mo-
tivos subjetivos del cónyuge que no justifican la separación. Pero, si nos 
atenemos al Derecho natural y consideramos que los cc. 1129-1131 tratan 
de recoger este derecho, aunque se haya hecho de un modo técnico 
imperfecto, no cabe duda de que, salvadas otras exigencias de Derecho 
natural contrarias como, puede ser el peligro de escándalo, y siempre que 
haya causa de separación, existe el ius separationis al menos en el fuero 
interno 20. 
Otro problema distinto al de la licitud de la separación sin inter-
vención de la autoridad, es el de la eficacia jurídica de esta separación. 
Como se ha indicado, debe ser la autoridad de la Iglesia quien declare 
la existencia de una verdadera causa de separación y permita así que 
adquiera relevancia jurídica una posible separación de hecho. Miguélez 
considera legítima una separación por propia autoridad, previa a la intro-
ducción de la petición de separación. Después de explicar las dificultades 
de la vida en común, y las que puede poner un cónyuge si advierte que 
el otro está haciendo gestiones para pedir la separación, concluye: «¿puede 
imponerse o tiene el cónyuge la obligación en conciencia de retener la 
18. C. DE DIEGO-LORA, Función pastoral ... cit., p. 266 
19. Cfr. entre otros, C. DE DIEGo-LORA, ibidem; A. BERNÁNDEZ, Las causas ... cit., 
p. 36; R. LE PICARD, La communauté de la vie conjugale. Obligatión des époux (París, 1930), 
pp. 167-190; T. SÁNCHEZ, De sancto matrimonii sacramento disputationum, t. 1, (Lugduni, 
1739), pp. 367, 371, 373. 
20. Cfr. L. MIGUÉLEZ, El «favor iuris» en el matrimonio, en Revista Española de Dere-
<:ho canónico, 3 (1948), pp. 393-394. En cuanto al fuero externo, no se muestra partidario 
<le su eficacia: «En cuanto al fuero externo, y por lo que toca a la intervención de la 
potestad pública en la separación, nos parece indiscutible que los repetidos cánones 1130 
y 1131 no se limitan a referir el Derecho natural, sino que son constitutivos de Derecho 
positivo eclesiástico; son una ley dada para precaver un peligro general, y, por consiguiente, 
obliga su observancia aún en aquellos casos en que dicho peligro no exista, ni el Derecho 
natural exiga la intervención de la potestad social» (ibidem, p. 397). 
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convivencia con el otro bajo el mismo techo? A nuestro juicio es indu-
dable que no ( ... ). y por 10 que toca al fuero externo, en éste, salvo un 
caso de injusticia notoria y flagrante de la pretensión, habría que dar 
por bueno y legítimo el propósito del cónyuge» 21. 
Según Jubany la separación privada no produce efectos jurídicos en 
el fuero externo, pero en cuanto al interno, si se cumplen las dos con-
diciones del c. 1131 ----<.:ausa cierta y peligro en la demora-, no creemos 
que pueda ponerse en duda la legitimidad de la separación privada ( ... ). 
Tal separación, como ha escrito Regatillo, «tiene un valor moral en orden 
a la tranquilidad de la conciencia, a saber, el cónyuge inocente puede 
lícitamente separarse», aunque -añade Jubany- hay luego obligación, 
en términos generales, de acudir al Ordinario 22. 
2.2. Naturaleza de las causas de separación. 
«El bienestar de la persona y de la sociedad humana y CrIstiana está 
estrechamente ligado a una favorable situación de la comunidad conyu-
gal y familiar» 23. Con estas palabras comienza el capítulo que la Cons-
titución Gaudium et spes del Vaticano II dedica a la familia y al matri-
monio. Es innegable la importancia que dicho Concilio concede al per-
fecto desenvolvimiento de la vida matrimonial. Quizá sea debido a que 
en nuestra época se nota de un modo más patente los efectos perturba-
dores que produce la degradación de las costumbres y su incidencia en la 
pérdida de valor que se da a la institución matrimonial. 
La doctrina y la jurisprudencia han tratado de fijar, de un modo 
más o menos extenso, las causas generales de separación. Graziani, por 
ejemplo, recoge la opinión de varios autores 24: según él. Ferraris clasifica 
en 7 grupos las causas de separación, mientras que Capello las reduce a 
tres: adulterium spiritualis, periculum animae y periculum corporis. Por 
otra parte Jubany 25, refiriéndose a las causas de separación temporal, las 
agrupa en las siguientes clases: a) peligro del alma o del cuerpo; b) pe-
21. Ibidem, Las causas matrimoniales de separación temporal, en «Revista Española 
de Derecho canónico» (1954), pp. 325·326. 
22. N. ]UBANY, Causas de separación temporal, en AA.VV., «Las causas matrimoniales» 
(Salamanca, 1953), pp. 553-554. 
23. Gaudium el spes, n. 47. 
24. Cfr. E. GRAZIANI, Giurisprudencia delta S. Romana Rota in tema di separazione 
personale, en <dI Diritto eclesiastico», 52 (1941), pp. 261-262. 
25. N. JUBANY, Causas ... cit., p. 551. 
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ligro para los hijos; c) vida demasiado difícil; d) abandono malicioso, 
entendido como una violación de los fines del contrato matrimonial, 
según la regla frangenti fidem, fides non est servanda. Bernárdez, en su 
extensa obra citada sobre las causas de separación, hace un estudio 
minucioso de todas las señaladas en el Codex -cánones 1129 y 1131-
incluyendo también el abandono malicioso. Por lo que se refiere a la 
doctrina anterior al Código, se observa una tendencia a reducir las causas 
de separación temporal a unas pocas genéricas 26. 
Sin embargo, una clasificación de las causas de separación no responde 
a nuestro interrogante sobre la naturaleza de estas causas. Para dar res-
puesta a esta pregunta debemos volver nuestra mirada a la naturaleza 
del matrimonio y a la relación que existe entre la separación y la comu-
nidad conyugal por un lado, y entre ésta y los fines del matrimonio por 
otro. Si la comunidad conyugal es una exigencia de Derecho natural 27, 
debe ser el mismo Derecho natural el que nos diga cuándo existe una 
causa que excuse de dicha comunidad. Por eso, ha dicho con razón 
Miguélez, refiriéndose a las causas de separación temporal, que «tienen 
su origen, las establece el mismo Derecho natural, que es el que impone 
la cohabitación. La Iglesia ( .. . ) las ha recogido en el articulado de los cá-
nones aclarándolas y comentándolas, lo mismo que ha hecho con no pocos 
preceptos de Derecho Divino; pero no es Ella su autora» 28. Por tanto, 
si la Iglesia no puede crear causas de separación, es porque están rela-
cionadas con la misma naturaleza del matrimonio; en otras palabras, las 
causas de separación vienen fijadas por el Derecho natural, que es quien 
establece la naturaleza del matrimonio y, dentro de ella, la exigencia de 
la comunidad conyugal. De ahí que la Iglesia sólo se limite a declarar 
cuándo hay una causa que por Derecho natural permite la separación. 
2.3. Relación entre las causas de separación y los principios informado-
res de la vida matrimonial. 
No han faltado en la doctrina intentos de sistematizar las causas 
de separación. Quizá se deba esto a la creencia, aunque sea inconsciente, 
26. Cfr. J. HERVADA, Observaciones sobre el abandono malicioso en la jurisprudencia 
rotal, en «lus canonicum» 1 (1961) pp. 553-555. 
27. Que la comunidad conyugal sea una exigencia de Derecho natural es posesión 
pacífica de buena parte de la doctrina. Cfr., por ejemplo, R. LE PICARD, La communauté ... 
cit., pp. 26-32 y pp. 32-34, donde incluye en esa exigencia la comunidad de casa y habi-
tación; A. BERNÁRDEZ, Las causas ... cit., pp. 38-39; A. DE LA HERA, Relevancia ... cit., p. 134. 
28. L. MIGUÉLEZ, El favor ... cit., p. 389. 
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en la existencia de unos principios rectores de la vida matrimonial -que 
se desprenden de la naturaleza del matrimonio y, por tanto, basados en 
el Derecho natural- en los que se fundamentaría cualquier causa de 
separación, como algo opuesto a estos principios. Hervada considera que 
tales principios son de naturaleza jurídica, y sirven como de pauta en el 
modo de comportarse los cónyuges. Estos principios se encuehtran en 
la base de los derechos y deberes conyugales, enriqueciéndolos y dándoles 
su verdadero sentido, en armonía con la finalidad propia del matrimonio. 
Señala también este autor que, cuando existe una situación de hecho con-
traria a ellos, se origina una causa de separación, ya que sólo podrá 
decirse que una actividad es matrimonial en la medida en que tienda a los 
fines del matrimonio. Siguiendo, pues, a Hervada recogemos los siguien-
tes principios informadores de la vida matrimonial 29: 
1.°) Foedus nuptiale servandum est (los cónyuges deben guardarse fi-
delidad); 2.°) Debe tenderse al mutuo perfeccionamiento material (o cor-
poral) y espiritual; 3.°) Los cónyuges deben vivir juntos; 4.°) Debe ten-
derseal bien material y espiritual de los hijos habidos. 
El primer principio «deriva de la naturaleza paccional (fides pactionis) 
del matrimonio in fieri» 30, mientras que los otros son la plasmación en 
términos jurídicos de los fines . del matrimonio en su ordenación dinámica. 
a) El adulterio de uno de los cónyuges supone una situación con-
traria al principio de la fidelidad conyugal. Origina una causa de sepa-
ración que da origen a un ius separationis y a una separación en princi-
pio perpetua. En virtud del principio Frangenti fidem, fides non est ser-
vanda, el cónyuge que ha sido infiel en el cumplimiento de sus obliga-
ciones conyugales libera al otro del deber de las prestaciones que lleva 
consigo la relación matrimonial. También posee éste el ius separationis 
que puede ejercer en virtud de que, al no tener obligación del débito 
conyugal, queda también liberad~ de la obligación de vida en común. 
La posible razón de perpetuidad de la separación está en que, una 
vez consumado el adulterio, la fidelidad queda rota. Por eso, el ius se-
parationis puede permanecer perpetuamente. Conviene, no obstante, tener 
presente que el derecho a la separación no procede del adulterio en cuanto 
tal -es decir, en cuanto es en sí mismo un delito o un pecado-, sino 
29. Cfr. J. HERVADA y P. LOMBARDÍA, El Derecho ... cit., pp. 255-258; J. HERVADA, 
Observaciones ... cit., pp. 561-563. 
30. J. HERVADA, Observaciones ... cit., p. 562. 
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en cuanto supone una ofensa al otro cónyuge. Por eso el ius separationis 
no cesa por el arrepentimiento del culpable. Como la razón de la sepa-
ración reside en la ofensa del otro cónyuge -separatio carnis-, es el 
perdón de éste el que puede hacer que cese el ius sparationis y deje de 
estar en suspenso el deber de la comunidad de vida 31. 
b) La dificultad de hacer vida en común por incumplimiento de las 
obligaciones conyugales puede ser causa de una situación contraria al 
primer principio informador -foedus nuptiale servandum est-; pero, 
en este caso, se trataría de una causa de separación temporal, al contrario 
que en el adulterio. Aun cuando los dos supuestos afecten al mismo prin-
cipio, en este segundo caso la fidelidad no se ha roto en sentido radical 
-divisio carnis- sino que sólo afecta a las relaciones interconyugales, 
haciendo muy difícil la consecución de los fines matrimoniales. Por eso, 
cuando cesa la dificultad de hacer vida en común, debe reanudarse la 
convivencia. 
c) El abandono malicioso responde a una situación contraria al deber 
de convivencia física -tercer principio informador-, aunque no deja 
de tener cierta similitud con el adulterio. En este sentido, señala atinada-
mente Graziani que no parece que la malitiosa desertio pueda incluirse 
dentro de las causas de peligro para el alma o peligro para el cuerpo, 
ya que tal peligro provendría de la convivencia que, sin embargo, ha 
cesado por el abandono 32. Miguélez la justifica como incumplimiento de 
las obligaciones conyugales, del mismo modo que el adulterio, aunque no 
sea causa de separación perpetua 33. De todos modos, el incumplimiento 
de las obligaciones conyugales tiene distintas características en uno y otro 
caso. En el abandono malicioso lo específico es la suspensión de la convi-
vencia física, y por eso 10 incluimos como una situación contraria a este 
deber. Además no debe considerarse como abandono solamente el hecho 
de abandonar el domicilio, sino que, como observa agudamente Ber-
nárdez, la jurisprudencia romana considera como abandono malicioso no 
sólo el supuesto del cónyuge que abandona el hogar, sino también el del 
cónyuge que despide al otro, o no le deja vivir bajo el mismo techo, 
o la negativa de la mujer a seguir al marido al lugar de su domicilio. 
Todos esos supuestos pueden dar lugar al abandono malicioso, si se cum-
31. Cfr. L. MIGUÉLEZ, El favor ... cit., pp. 390·391. 
32. Cfr. E. GRAZIANI, Giurisprudenza ... cit., p. 327. 
33. Cfr. L. MIGUÉLEZ, El favor ... cit., p. 392. 
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plen los otros requisitos de ausencia de justa causa y ánimo de no cumplir 
las obligaciones conyugales 34. 
d) Dentro del deber de los cónyuges de tender a los fines del ma-
trimonio, se encuentra la obligación de recibir y educar a la prole en 
el seno de la comunidad de vida. Por lo tanto, originaría una causa de 
separación el hecho de que los cónyuges rompieran ante el Derecho el 
deber de la recepción de la prole, ya que la razón de ser de la ayuda 
mutua está ordenada a la receptio prolis. El incumplimiento de este de-
ber, en uno de los cónyuges, podría permitir al otro adquirir el ius se-
parationis 35 • 
e) Por el contrario, como el fin social -recepción y educación de la 
prole en el seno de la comunidad conyugal -sólo se alcanza cuando se 
tiende eficazmente al fin personal -ayuda mutua-, el derecho del hijo 
a ser recibido por sus padres en el seno de la comunidad conyugal sólo 
permanece mientras no haya una causa que, al hacer muy difícil el fin 
personal, impida también alcanzar el fin social, lo que originaría una causa 
de separación que haría lícita ésta, por producirse la ruptura del fin 
social 36. 
f) Para concluir este apartado -en el que sólo hemos analizado de 
modo esquemático el modo en que algunas causas de separación afectan a 
los principios informadores-, baste señalar que la infracción de alguno 
de estos principios no supone ipso facto que pierda su imperatividad. Sólo 
es indicio de que puede haber una causa suficiente para ello. Pero se 
requerirá, de ordinario, la intervención de la autoridad de la Iglesia, para 
dar constancia de su existencia y declarar el estado de separación. Puede, 
no obstante, en algunos casos -por ejemplo, los reconocidos en los cá-
nones 1130 y 1131- existir el ius separationis con posibilidad de ejer-
cerlo de modo inmediato, sin intervención de la autoridad. 
3. La separación conyugal en el Proyecto de reforma del ere. Algunas 
observaciones «de iure condendo». 
Vamos a detenernos ahora en la configuración que la separación con-
yugal tiene en el esquema elaborado por la Pontificia Comisión de Re-
34. Cfr. A. BERNÁRDEZ, El abandono malicioso como causa can6nica de separaci6n 
conyugal, en «Revista jurídica de Cataluña», 59 (1960), pp. 173·174. 
35. Cfr. L. MIGUÉLEZ, El favor ... cit., p. 392. 
36. Ibidem, El matrimonio ... cit., p. 172. 
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forma del ele 37. Los comentarios que iremos haciendo a los nuevos cá-
nones son consecuencia de la exposición que hemos hecho de la separa-
ción conyugal en los apartados anteriores. De este modo recogemos, al 
comentar dichos cánones, las modificaciones de iure condendo que, en 
nuestra opinión, deberían introducirse en la legislación canónica para que 
respondiera más adecuadamente a la naturaleza de la separación conyugal. 
3.1. Esquema general de la separación «manente vinculo». 
La primera modificación del proyecto afecta al título con que se 
encabezan los cánones. Se ha sustituido el antiguo -De separatione tbori, 
mensae et babitatione- por otro más acorde con las características de 
la separación: De separatione manen te vinculo. Nos parece una medida 
acertada en consonancia con la crítica que se ha hecho por algunos autores 
de la reducción de la comunidad conyugal a la comunidad de lecho, mesa 
y habitación, y su consec~encia, es decir, la tipificación de la separación 
como separación de lecho, mesa y habitación. El nuevo título evita así 
considerar la separación en sentido espacio-local, y da cabida a la confi-
guración de la separación manente vinculo como suspensión del contenido 
de la relación matrimonial. 
El esquema conserva los mismos cánones anteriores, con algunas mo-
dificaciones en su redacción: los cánones 1129 y 1130 -348 y 349 en 
el esquema- se refieren, como en los actuales, a la separación por adul-
terio, y el 1131 -350 en el esquema-, a las otras causas de separación. 
Finalmente el Proyecto contempla, en el nuevo canon 351, los efectos 
de la separación, en relación con los hijos (c. 1132 del ele). 
La nueva redacción del canon 1128 38 aclara mejor la índole jurídica 
-coniuges babent officium et ius- de la comunidad de vida conyugal, 
que en la redacción actual -coniuges servare debent- podría interpre-
tarse como obligación moral. Igualmente se ha cambiado la causa iusta 
por causa legítima} como más acorde con la naturaleza de la causa de 
separación. 
37. La nueva redacción de los cánones 1128-1132 aparecieron publicados, en sus líneas 
generales, en la revista Communicationes, t. V (1973), pp. 86-88. En ella se exponen también 
los principales motivos que se tuvieron presentes al introducir las novedades que modifican 
en parte los cánones todavía en vigor. Posteriormente se imprimieron los textos completos 
en el Schema documenti pontificii quo disciplina canonica de sacramentis recognoscitur, Pon-
tificia commissio Codice luris Canonici Recognoscendo, Typis Poliglottis Vaticanis (1975). 
38. Can. 347 (ClC 1128): «Coniuges habent officium et ius servandi communionem 
vitae coniugalis, nisi legitima causa eos excuset». 
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No obstante, sigue sin aclararse la distinción entre comunidad con-
yugal y convivencia física. Si se desea que este canon sea la expresión de 
un principio informador de la vida matrimonial -el principio de convi-
vencia física, entendida como un modo de relacionarse los cónyuges por 
el que se facilita la realización de las exigencias del ius in corpus, de la 
c..omunidad conyugal, y de las demás situaciones jurídicas contenidas radi-
calmente en el vínculo 39_, el término officium et ius servandi commu-
nionen vitae coniugalis queda reducido, en cierto modo -yen la nueva 
redacción más que en la anterior al introducirse la palabra ius-, a la 
observancia de la comunidad conyugal y derecho a la comunidad de vida. 
En este sentido, estaría más acorde con el principio de convivencia 
física una redacción del canon 1128 del siguiente modo: 
«Coniuges habent officium et ius servandi principium vitae commu-
nis, nisi rationalis causa eos excuset». 
Hemos cambiado legítima causa por rationalis causa para justificar 
el simple alejamiento físico, que no es causa de separación conyugal, en 
sentido canónico, ya que no hay intención de suspender el contenido 
de la relación matrimonial. Es decir, la causa racional no sería una causa 
de separación, sino una causa de mero alejamiento físico. De este modo, 
las verdaderas causas de separación se reservan para los cánones siguientes 
-salvo el alejamiento físico por abandono malicioso, que podría respon-
der a una situación contraria al princpiio de convivencia física-, mientras 
que este canon se limitaría a establecer el principio general de convi-
vencia. 
3.2. Separación por adulterio. 
En el canon 1129 se introducen algunas modificaciones interesantes 40. 
Se sustituye la separación perpetua -se ha suprimido la expresión etiam 
39. Vid. apartado n. 1.1, y nota (15). 
40. Can. 348 (ClC 1129): «1. Propter coniugis adulterium, alter coniux, manente 
vinculo, ius habet solvendi vitae coniugalis communionem, nisi in adulterium consenserit, 
aut eidem causam dederit, vel illud expresse aut tacite condonaverit, vel ipse quoque adul-
terium commiserit. 
2. Tacita condonatio habetur si coniux innocens, postquam de adulterio certior factus 
est, sponte cum altero coniuge maritali affectu conversatus fuerit; praesumitur vero si per 
sex menses vitae coniugalis communionem servaverit, neque . recursum apud auctoritatem 
ecclesiasticam vel civilem fecerit. 
3. Si coniux innocens sponte vitae coniugalis communionem solverit, debet intra sex 
menses causam separationis deferre ad competentem auctoritatem, quae, omnibus conside-
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in perpetuum- por la separación, bien temporal o perpetua, establecida 
por la autoridad competente. Así viene recogida en el párrafo 3.° de la 
nueva redacción: aunque e! cónyuge inocente tiene e! ius separationis 
-párrafo 1.0_, debe presentar la causa de separación ante la competente 
autoridad dentro de los seis meses siguientes a la ruptura por propia 
voluntad de la vida conyugal, la cual, una vez consideradas todas las 
circunstancias, decreta si puede ser admitida una separación legítima, sive 
temporanea sive perpetua. Es digna de alabanza la innovación, así como 
las razones que se dan para introducirla 41 . Sin embargo, la redacción del 
nuevo canon adolece también de la confusión del canon 1128: se con-
funde la comunidad de vida conyugal con la convivencia física, y por 
otro lado no queda suficientemente claro que la separación, más que al 
hecho de vivir juntos, afecta al contenido de la relación matrimonial, es 
decir, a la ordenación a los fines. 
Importantes modificaciones se introducen en la nueva redacción del 
canon 1130 42 • Se ha cambiado e! enfoque anterior, poniendo ahora el 
acento en la permanencia de la vida conyugal, ya que alaba al cónyuge 
que renuncia al ejercicio del ius separationis. Pero no es solamente ésta 
la única modificación. Se ha suprimido, entre otras cosas, la frase sive 
iudicis sen ten tia sive propria auctoritate, con lo que queda libre la vía 
administrativa para la separación por adulterio. Esta posibilidad se reco-
noce también en e! esquema De procesibus 43, donde se indica que la sepa-
ración personal de los cónyuges bautizados puede ser decretada, además 
de por la vía judicial, por decreto del Ordinario, y esto para todo tipo 
de causas de separación, nisi aliter pro locis particularibus legitime pro-
visum sit, salvo que se haya establecido otra cosa en algún lugar particu-
lar. Se trata de una medida que puede evitar los posibles odios que 
surgen en e! proceso judicial y facilitar así la reconciliación futura . 
3.3. Separación por otras causas. 
La nueva redacción de! canon 1131 no recoge la enumeraClon que 
e! canon actual trae de las causas de separación distintas del adulterio. 
ratis circunstantiis, decernat utrum separatio legitime protrahi possit sive temporanea sive 
perpetua». 
41. aro Communicationes, t. V (1973), p. 87. 
42. Can. 349 (ClC 1130) «Potest laudabiliter coniux innocens alterum coniugem ad 
vitam coniugalem rursus admittere, quo in casu iuri separationis renuntiat». 
43. Cfr. Schema canonum de modo procedendi pro tutela iurium seu de procesibus, Pon-
tificia Comissio Codici luris Canonici Recognoscendo, Typis Poliglottis Vaticanis (1976), 
canon 359, 1. 
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La razón se indica en el comentario a este canon, ya que parece más 
adecuado «in lege commtmi prineipium generale statuatur» 44. En efecto, 
el nuevo canon recoge en el párrafo 1.0 -si bien en sentido negativo-, 
el principio informador de la vida matrimonial que hemos señalado en el 
apartado H.2.3. Además contempla el aspecto que dicho principio tiene 
en relación con el bien de los hijos, ya que se hace extensivo a ellos el 
peligro que puede ocasionar la conducta de uno de los cónyuges. 
Nos parece acertada esta ampliación de las causas de separación al 
peligro para la prole, aunque quizá hubiera sido más conveniente formu-
lar de modo positivo este principio, y recoger los dos aspectos del peligro 
que puede ocasionar el mantenimiento de la comunidad conyugal, a causa 
de la conducta de un cónyuge o de los dos: peligro espiritual y peligro 
material. En este canon se podría sentar el principio de que hay que 
vivir los derechos y deberes de la comunidad conyugal, distinguiendo 
este principio del principio de convivencia física, que recogería el canon 
1128. También podría sustituirse la expresión Ordinarii loei por Ordi-
narii competentis, ya que en el proceso de separación se fijan unos crite-
rios de competencia que no concuerdan con esa expresión. Según todo lo 
dicho, el primer párrafo podría ser del siguiente tenor: 
«Coniuges habent officium et ius servandi communionem vitae 
coniugalis, tum propter alterum coniugem tum propter prolem. 
Si alteruter coniugum vitam communem bono spirituali aut 
corporali, sive coniugis sive filiorum, periculosam vel nimis 
duram ad finem consequendum reddat, alteri legitiman praebet 
causam discedendi, auctoritate Ordinarii competentis, et 
etiam propria auctorítate, si periculum sít in mora». 
La primera parte del párrafo expresaría así el principio que debe 
informar la vida martimonial, y la segunda las situaciones generales 
contrarias a ese principio debidas a una determinada conducta o situación 
concreta -causa de separ.ación-, que da origen al ius separationis. Este 
44. Communicationes, t. V (1973), p. 88. La nueva redacción del c. 1131 queda así: 
Can. 350 (CIC 1131): «1. Si alteruter coniugum vitam cornmunem sive coniugi sive 
fillis periculosam vel nimis duram reddat, alteri legitimam praebet causam discedendi, aueto-
ritate Ordinarii loci, et etiam propria auctoritate, si periculum sit in mora. 
2. Episcoporum Conferentiae est causas separationis, pro moribus populorum et 
locorum circunstantiis, statuere. 
3. In omnibus casibus, causa separationis cessante, vitae consuetudo restauranda est 
{nisi in decreto separationis aliter statutum sit). 
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canon sería, pues, el que slrvlera de punto de referencia para saber si 
una situación concreta, distinta del adulterio y del abandono malicioso, 
es causa de separación conyugal. 
Para terminar, sólo queda señalar que en la nueva redacción del 
c. 1132 45 se han introducido dos innovaciones, a nuestro modo de ver 
acertadas: a) dejar libertad para que, en la resolución de la separación, 
se prevea del modo más conveniente sobre la educación de los hijos; 
b) prescindir de la culpabilidad que haya podido haber en la causa de 
separación en una de las partes. Esta última innovación permite regular 
lo referente a la educación de los hijos, en el caso de que en la causa de 
separación no se contemple la culpabilidad de ninguno de los cónyuges, 
como sucede, por ejemplo, en la separación convencional con homologación 
de la autoridad competente, caso de que este tipo de separación se ad-
mita 46, ya que, tal como está actualmente el c. 1132, si no se declara 
culpable a ninguno de los cónyuges y los dos son católicos, no queda 
resuelto con quién deben educarse los hijos. 
III. SISTEMAS DE SEPARACION CANONICA 
1. La triple regulación del matrimonio. 
«Las causas matrimoniales entre bautizados pertenecen por derecho 
propio y exclusivo al juez eclesiástico». Así reza el canon 1960, confir-
mado por el 1553,2, y por el art. 1 de la «Provida Mater Ecclesia» 4\ 
que reproduce literalmente el c. 1960. Según esto, la Iglesia tiene com-
petencia propia en las causas de separación conyugal, cuando se trata de 
personas bautizadas. A pesar de ello, se ha visto obligada en algunos 
casos a tolerar -autolimitándose en su competencia, según certera opi-
nión de Bernárdez 46_ que la autoridad civil conozca de las causas de 
separación conyugal 49. Por otro lado, la Iglesia ha declarado que el Estado 
45. Can. 351 (CIC 1132): «Instituta separatione coniugum, opportune semper caven-
dum est de educatione filiorum catholica et civili.» 
46. Vid apartado IV.6.2.B. 
47. Cfr. A.A.S., 28 (1936), pp. 313 y ss. El M. P. Causas matrimoniales -A.A.S., 63 
(1971), p. 441- recoge también el c. 1960, salvo la palabra exclusivo. 
48. Cfr. A. BERNÁRDEz, La delegaci6n de la potestad eclesiástica, en AA.VV., «La po-
testad de la Iglesia» (Barcelona, 1960), p. 226. 
49. Esta tolerancia presenta serias dificultades, pues muchas veces la autoridad civil 
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es competente, según los cánones 1016 y 1961, sobre los efectos mera-
mente civiles del matrimonio. 
Según Santo Tomás 50, siempre que una cosa se ordena a fines diversos, 
necesita reguladores diversos, ya que el fin es proporcionado al agente. 
Por eso, en cuanto el matrimonio se ordena a la perpetuación de la 
especie humana, se rige por la ley natural. En cuanto se ordena a la per-
petuación de un bien positivo de la sociedad humana, está sometido a 
la ley civil. En cuanto se ordena a la perpetuación de la Iglesia, se rige 
por el derecho divino y la ley eclesiástica. De aquí que la doctrina haya 
establecido un sistema de competencias, que puede resumirse en los si-
guientes puntos: 
1.0) Todo matrimonio -ya sea entre bautizados, o entre infieles, o 
entre parte bautizada y parte infiel- tiene unas leyes propias que el 
legislador humano no puede cambiar. Estas leyes se encuentran en la 
propia naturaleza del matrimonio, tal como el Legislador Supremo las. ha 
configurado. 
2.°) La potestad civil tiene competencia sobre la regulación del ma-
trimonio entre no bautizados, siempre que no se oponga a las exigencias 
de la propia naturaleza del matrimonio. 
3.°) En el matrimonio entre bautizados el Estado tiene competencia 
propia sobre los efectos meramente civiles del matrimonio, es decir sobre 
aquellos efectos que son separables del sacramento: sucesión hereditaria, 
alimentos de los hijos, régimen patrimonial, etc. 
4.°) La Iglesia tiene competencia propia en todo lo referente al 
matrimonio entre bautizados, salvo lo indicado en el punto anterior. Así 
lo ha señalado la Iglesia en diversas ocasiones 51. Esta competencia de la 
no tiene en cuenta las exigencias de Derecho natural que la separación requiere: unas veces, 
porque concede separación perpetua cuando sólo debe ser temporal; otras por autorizar 
una separación donde no hay causa suficiente para ella; y en general por no tener en 
cuenta el Derecho natural y el carácter de tolerancia que supone la separación, que debe 
darse de modo restrictivo, y procurando evitarla si es posible llegar antes a un acuerdo. 
Consciente de estas dificultades, la Iglesia, cuando se ha visto empujada a tolerar 
la competencia de los tribunales civiles, ha procurado -muchas veces sin eficacia real-
que quedara a salvo el Derecho divino y eclesiástico. 
Cfr., por ejemplo, en este sentido, P. GASPARRI, Tractatus canonicus de matrimonio, t. 1 
(Roma, 1932), pp. 279-280; M. LÓPEZ ALARCÓN, La ;urisdicci6n competente para conocer 
las causas de separaci6n en el ordenamiento can6nico, en «Anales de la Universdiad de 
Murcia» 27 (1968-1969), p. 42. 
50. Cfr. S. TOMÁS, Summa Contra Gentiles, lib. IV, c. 78. 
51. Cfr., por ejemplo, Concilio de Trento, sesión XXIV, c. 12; Encíclica Arcanum 
-DENZINGER, n. 1854- donde se establece la inseparabilidad entre el contrato y el sa-
cramento. 
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Iglesia afecta a los siguientes aspectos del matrimonio 52: a) fijar la forma 
de celebración; b) establecer los impedimentos dirimentes e impedientes; 
c) conocer todas las causas matrimoniales: tanto sobre disolución del 
matrimonio, en los casos en los que esto es posible, como sobre nulidad 
y separación. 
Una vez expuesta la triple regulación del matrimonio toca ahora, por 
10 que respecta a la separación conyugal, analizar los tres posibles siste-
mas que sobre su conocimiento pueden darse. 
2. Sistema de competencia completa de la Iglesia. 
En este sistema, la jurisdicción eclesiástica es la umca que conoce, 
tanto las causas de separación y sus efectos canónicos, como los efectos 
meramente civiles de la separación: régimen económico entre los cónyuges, 
mantenimiento, cuidado y educación de los hijos, etc. 
Dicho sistema tuvo vigencia en algún momento de la historia de la 
Iglesia, cuando ésta tuvo competencia exclusiva sobre el matrimonio y 
<:onocía también los efectos meramente temporales. 
En la actualidad no parece viable un sistema de tal naturaleza, pero 
sí cabe una regulación total de la separación por parte de la Iglesia, tra-
tando como causa accidental o accesoria los efectos meramente civiles 
-en concordancia con el c. 1961-, sin que medie la autoridad civil, con 
tal de que los cónyuges acudan a la autoridad de la Iglesia y acepten la 
decisión que Ella tome. Este sistema es de aplicación en los países en los 
que la Iglesia no tiene un régimen concordado sobre dicha materia con 
la autoridad civil. Por supuesto que no tendrá eficacia civil 10 que dis-
ponga la autoridad eclesiástica, pero sí podría tener eficacia real, si los 
católicos que llevan el caso ante la autoridad de la Iglesia están dispuestos 
a cumplir 10 que la autoridad eclesiástica determine 53. 
Este modo de proceder tiene su justificación ante la extensión del 
divorcio en casi todos los países, 10 que lleva consigo el desconocimiento 
jurídico, cada vez mayor, de la figura de la separación conyugal manente 
vinculo. Por eso, la Iglesia, en estos casos, dispone que se acuda al Ordi-
52. Puede verse una amplia exposición del fundamento de esta doctrina en F. X. WERNZ 
y P. VIDAL, Ius canonicum ad Codicis normam exactum, t. V, (Roma, 1925), pp. 55-74. 
53. Es posible, sin embargo, alcanzar una eficacia civil a una separación de este tipo 
por vía de transacción, en el caso de que se admita, en los procedimientos de separación, la 
separación convencional. Vid., sobre esto, apartado IV. 6.2.B, di, punto 3.°. 
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nario para que juzgue de las causas de separación 54, pero debe dejarse 
claro a los cónyuges que, aunque el Estado conceda el divorcio, no pueden 
contraer nuevas nupcias, sino que esa declaración sólo tiene eficacia para 
regular ante el Estado los efectos civiles de su situación de separados. Se 
comprende, sin embargo, los peligros que tal medida permisiva por parte 
de la Iglesia lleva consigo, ya que fácilmente se convierte la separación 
conyugal en algo definitivo, con el consiguiente peligro de que las partes 
caigan en la tentación de contraer nuevo matrimonio civil. De ahí la con-
veniencia de que la separación decretada por el Ordinario no sea un 
mero trámite para acudir posteriormente al juez civil, sino que sea un 
medio para resolver en la medida de 10 posible la situación conyugal, 
procurando que la separación resulte ser lo más transitoria posible. 
3. Sistema de tolerancia de la Iglesia sobre el conocimiento de las cau-
sas de separación por parte de la autoridad civil. Análisis del sistema 
italiano. . 
Consiste este sistema en que la Iglesia, mediante acuerdo concordado 
con un país, tolera que las causas de separaci6n sean tramitadas por vía 
civil. Es importante recalcar aquí la palabra tolerar. Si en el Concordato 
se indica que la Iglesia tolera ~on esta palabra o con otra similar-, 
significa que la ley concordada no es derecho especial sino una ley tole-
rante, que no deroga la ley común. Quiere decir esto que un súbdito de 
los dos ordenamientos puede optar por someterse a la ley común de la 
Iglesia sobre separación, aunque ésta no tenga efectos civiles 55. Pero si 
acude a la jurisdicción civil para obtener la separación, la Iglesia no se 
lo impide, antes bien reconoce esta separación en el fuero canónico, si 
se cumplen los requisitos establecidos en la ley concordada. 
54. Cfr. L. ECHEVERRfA, El matrimonio en el Derecho can6nico particular posterior 
al c6digo (Vitoria, 1955), pp. 129-131, 215, 295, 348, 382. 
55. Así queda de manifiesto en el número 54 de la Instrucción de la Sagrada Con-
gregación de Sacramentos de 1 de julio de 1929, que se refiere al Concordato con Italia. 
Aunque en el Concordato se tolera que pasen las causas de separación a la jurisdicción civil, 
en dicho n.O se reconoce la posibilidad de que la Iglesia dé resoluciones de separación: «La 
sentencia o decreto de separación emanado de la competente autoridad eclesiástica de algún 
caso especial, pueden ser notificados por la autoridad que las ha emanado, en interés de 
las partes, a la autoridad civil», A.A.S., 21 (1929), p. 361. Estas resoluciones sólo se comu-
nican a efectos indicativos, sin que tengan eficacia civil, tal como lo señala M. LÓPEz ALARcóN, 
El futuro régimen ;uridíco en la separaci6n conyugal, en «Ius Canonicum», 12-11 (1972) 
p. 166. 
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Las condiciones exigidas por la Iglesia para que permita la separación 
por vía civil quedaron señaladas más arriba 56. En general, se reducen a 
que la separación, no vaya ni contra el Derecho divino ni contra el De-
recho eclesiástico. De ahí la cautela con que debe estudiarse la posibilidad 
de una tolerancia de este tipo. 
3.1. El Concordato italiano y las causas de separación. 
En virtud del artículo 34 del Concordato entre la Santa Sede y el 
Gobierno italiano, de fecha 11 de Febrero de 1929, aquella «quanto alle 
cause di separazione personale ( ... ) consente che siano giudicate dall' au-
toritá giudiciaria civile» 57. En parecidos términos se tolera el conocimiento 
de las causas de separación, por los tribunales estatales, en los Concordatos 
con Austria de 1933 58 , con la República Dominicana de 1954 59 Y el re-
ciente con Colombia de 1975, aunque en este último hay posibilidad de 
que la Iglesia ejerza su función pastoral, suspendiéndose para ello el 
proceso a petición de una de las partes, durante un mes, en la primera 
instancia 60. En Irlanda, el Concilio plenario de los Obispos irlandeses de 
1927, tras decretar que pertenece en exclusiva la competencia del tribunal 
eclesiástico en las causas de separación y nulidad, permite, en cierto modo, 
acudir a los tribunales estatales, pero sólo para los efectos civiles de la 
separación 61. Este caso, no cae, por tanto, dentro del sistema que esta-
mos estudiando. 
Para completar en los dos ordenamientos -civil y canónico-- lo esta-
blecido en el Concordato italiano, se dictó, por parte del Estado, la ley 
n. 847 de 27 de Mayo de 1929, y por parte de la Santa Sede, la Ins-
trucción de la Sagrada Congregación de Sacramentos de 1 de Julio de 
1929 62 • El número 53 de la Instrucción recoge los requisitos que debe 
cumplir la separación dictada por la autoridad civil para que tenga valor 
en el fuero canónico: «las sentencias y las provisiones relativas a la sepa-
56. Vid nota 49. 
57. Cfr. A.A.S., 21 (1929), p. 291. 
58. Cfr. artículo 7, 2 del Protocolo adicional, en A.A.s., 26 (1934), p. 277. 
59. Cfr. artículo 16, 1 en A.A.S., 46 (1954), p. 443; nn. 59, 60 y 61 de la Instrucción 
de la Sagrada Congregación de Sacramentos, del 25 de marzo de 1955, en A.A.S., 47 
(1955), p. 652. 
60. Cfr. arto 9 en A.A.S., 67 (1975), pp. 425 y 434. 
61. Cfr. L. PÉREZ MIER, El Concordato español de 1953: significación y caracteres, 
en (Revista española de Derecho canónico», 9 (1954), p. 37, nota 29. 
62. Cfr. A.A.S., 21 (1929), pp. 351-363 y 364-369. 
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raclOn de los cónyuges emitidas por la autoridad civil también tienen 
valor en el fuero canónico, siempre que no sean contrarias a la ley divina 
o eclesiástica». Para ello el tribunal civil debe comunicar al Ordinario las 
resoluciones y éste al Párroco. Vamos, pues, a detenernos en la regula-
ción civil de la separación, tal como se contempla en el ordenamiento 
italiano, y a analizar someramente la concordancia con la legislación ca-
nónica. 
3.2. La figura de la separación conyugal en la legislación italiana. 
El ordenamiento italiano reconocía dos supuestos que dan origen a 
la separación conyugal: el negocio de separación homologado -separa-
ción convencional-, y la culpa de uno de los dos cónyuges que da origen 
a la separación judicial o por culpa. Junto a ella subsisten otras dos 
formas de separación, aunque su configuración jurídica no es clara: la 
separación de hecho y la separación temporal, dispuesta por el Tribunal 
cuando está pendiente un juicio de nulidad de matrimonio, o por el 
Pretor cuando se trata de condena por adulterio o concubinato. Según 
algunos autores, la separación temporal aludida responde a la idea de sepa-
ración preventiva 63. 
a) Señala Scardulla 64 que, según el Código Civil italiano -artícu-
los 150-153-, la separación por culpa tiene lugar por las siguientes causas: 
adulterio, abandono voluntario, excesos, sevicias, amenazas, injurias gra-
ves, condena penal, residencia no fijada. Sostiene la doctrina y la jurispru-
dencia que no es admisible otra causa que las previstas por las normas 
mencionadas. Este tipo de separación se tramita judicialmente, y la sen-
tencia reconoce la culpabilidad de uno o de los dos cónyuges por su 
comportamiento contrario a alguna de las obligaciones recogidas en el 
ordenamiento como deberes de la vida matrimonial. 
b) La separación convencional se recoge en el artículo 158 del 
Código civil italiano: «La separación por el solo consentimiento de los 
cónyuges no tiene efecto sin la homologación del tribunal». Según la doc-
trina más generalizada, basta el consentimiento de los cónyuges como 
causa de separación, sin que el tribunal entre en el examen de los motivos 
que les han inducido a ella 65. El contenido del acuerdo entre los cónyuges 
63. Cfr. F. SCARDULLA, La separ~ione personale dei coniugi (Milano, 1966) pp. 4243. 
64. Ibídem, pp. 103-104. 
65. Cfr. E. GRAZIANI, Giurisprudenza ... , cit., pp. 262-263. 
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se extiende a otros pactos -además de la separación- en orden al man-
tenimiento y a la prole 66. 
Para que se dé la homologación es un requisito importante el consen-
timiento: se requiere madurez de juicio equivalente al que se exige para 
el consentimiento matrimonial, ya que por él, según la doctrina y la juris-
prudencia, se realiza un acto de naturaleza negocial, por el que los cónyu-
ges renuncian al ejercicio de algunos derechos y se liberan del cumpli-
miento de algunas obligaciones. El presidente del Tribunal, después de 
recibido el recurso de separación, escucha a los cónyuges, tratando de 
reconciliados; pero si la reconciliación no se da, se levanta acta del pro-
ceso verbal, una vez que el presidente se ha cerciorado del consenti-
miento de los cónyuges en la separación. No hay opinión unánime sobre 
la relevancia que debe tener la homologación del Tribunal en la separa-
ción. Para unos sólo es una conditio iuris, una mera comprobación cons-
titutiva del estado de separación. Otros opinan que el consentimiento y 
la homologación son elementos igualmente necesarios. La jurisprudencia 
ha adoptado el criterio según el cual la homologación tiene preeminencia 
sobre el consentimiento, pudiendo negada el Tribunal, o modificar lo 
pactado 67. 
c) En la legislación italiana no se contemplaba la separación por 
justa causa. Durante el convenio celebrado en Como en 1973, el profesor 
Grassetti presentó una ponencia en la que se sugiere la posibilidad de 
introducción en el ordenamiento positivo italiano de la separación por 
justa causa 68. Gran parte de los participantes se manifestaron partidarios 
de este tipo de separación, entendida como una situación objetiva que, 
sin ser culpable, haga intolerable la convivencia. ¿Cómo debe entenderse 
el término «intolerable»? Según el profesor Grassetti se trata de una 
noción que habría de elaborar la jurisprudencia. Los proyectos de reforma 
del Derecho de Familia apuntaron posteriormente en la línea presentada en 
Como, es decir, de introducción en el ordenamiento de la justa causa de 
separación. 
En este sentido, el proyecto firmado por Jotti y otros parlamenta-
rios del Partido Comunista, modifican totalmente el artículo 151, ha-
ciendo desaparecer la separación judicial o por culpa y permitiendo la 
66. Cfr. F. VARELA, La separación ... , cit., pp. 77-78. 
67. Ibidem, pp. 87-88. 
68. Ibidem, pp. 126 Y SS., donde se exponen los argumentos presentados por los 
distintos componentes. 
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separación cuando se alega, como causa por uno o por los dos cónyuges 
que la convivencia ha llegado a ser intolerable. Atribuye también efectos 
a la separación de hecho que, si es duradera, puede presentarse como 
causa de separación 69. 
Estas ideas continuaron posteriormente desarrollándose. Así, en el 
seminario «sulla riforma di diritto di famiglia», dirigido por el profesor 
Santor-Passarelli en la Universidad de Roma durante el curso 1972-
1973 7°, se apunta a sustituir la separación culpable por otra inculpable, 
la cual se resuelve en una separación casi automática. Igualmente en la 
separación convencional, el Tribunal no tendría, en la homologación, 
poder de integración y sustitución del régimen pactado, sino que se con-
cederá autonomía a los cónyuges. 
El proyecto de reforma del Derecho de Familia fue aprobado por la 
Cámara de Diputados el 18 de octubre de 1972, y en 1975 por el Senado. 
En la Ley número 151 de mayo (19-V-1975), viene recogido el nuevo 
instituto de la separación. En ella se ha sustituido la separación por 
culpa por la separación debida a la intolerabilidad de la vida en común. 
En este nuevo modo de separación conyugal por vía judicial, la violación 
de los deberes familiares, que era objeto de culpabilidad en la separación 
por culpa, tienen relevancia en el nuevo instituto para establecer cuál de 
los cónyuges es el causante de la separación y quién debe cargar con las 
consecuencias sucesorias y de mantenimiento del otro 71. 
3.3. Comentarios críticos. 
a) Si comparamos la legislación italiana, sobre la separaClon conyu-
gal, con la legislación canónica, observamos, en primer lugar, que las 
causas de separación que se señalaban para la separación por culpa di-
fieren de las causas canónicas de separación: no se ve claro cómo pueden 
incluirse en las injurias graves la apostasía y el peligro de perversión, 
al menos desde el punto de vista del juez civil; otras, como la condena 
penal o la falta de residencia fija, no se consideran por la legislación ecle-
siástica como causas de separación, aunque en algunos casos podrían dar 
69. Ibídem. 
70. Cfr. G. BENEDETTI, Osservazione a margine di un seminario «sulla riforma del 
Diritto di Famiglia», en Rivísta di Diritto Civile, 20-I1 (1974), p. 118. 
71. Cfr. V. FRANCESCHELLI, Perplexita e inte"ogativi sulla separazione nel nuovo 
Diritto di Famiglia, in Rivista di Diritto Civile, 22-I1 (1976), pp. 525-526; L. CARRARO, 
Il nuovo Diritto di Famiglia, en Rivísta di Diritto Civile, 21-1 (1975), p. 94. 
SEPARACIÓN CONYUGAL 133 
origen a una situación contraria al deber de convivencia física. De todos 
modos, el criterio que se siga en la vía civil, para determinar si hay una 
causa de separación, es distinto del que se sigue en sede canónica. Basta 
fijarnos en los proyectos de reforma del Derecho de Familia paraob-
servar un marcado acento positivista. Se considera, por ejemplo, que debe 
ser la jurisprudencia la que fije la noción de «intolerabilidad» de la vida 
común. Además, al sustituirse la separación por culpa por la separación a 
causa de convivencia intolerable, no parece que las causas de separación 
-que en sede canónica tienen tanta relevancia- vayan a jugar un 
papel muy importante. Con razón señala Franceschelli que la crisis del 
instituto de la separación comienza el 1 de Diciembre de 1970, cuando 
se aprueba la ley de disolución del matrimonio. Entre divorcio y sepa-
ración hay una pugna, porque llega un momento que no es fácil señalar 
la razón de la permanencia del vínculo y de la fidelidad conyugal en la 
separación 72. 
b) Por otro lado, la separación convencional, reconocida en la legis-
lación italiana, no tiene cabida en la legislación canónica. Aunque seamos 
de la opinión de que este tipo de separación se introduzca en la Igle-
sia 73, no nos parece que el modo en que se lleva a cabo en el sistema 
italiano responda a las exigencias del Derecho natural y eclesiástico. Pa~ 
rece que el tribunal sólo se limita a homologar el pacto de separación, 
sin examinar las causas que inducen a ella. Pero, en el supuesto de que 
las examinara, dudamos de que las que considerase como causa de sepa-
ración habrían de coincidir con las reconocidas canónicamente. Por otro 
lado, se da una excesiva importancia al consentimiento en la separación, 
hasta el punto de exigirse r~quisitos similares al consentimiento matrimo-
na!. Lo cual contribuye a dar carácter de perpetuidad a una separación qué, 
según la mente de la Iglesia, debe tratar de evitarse siempre que sea 
posible o, en todo caso, darle carácter de provisionalidad, hasta que desa-
parezca la causa de separación. 
Dado el ambiente divorcista que se difunde progresivamente en mu-
chos países, no es de extrañar que la separación se vea afectada por ese 
ambiente en aquellos ordenamientos, como el italiano, que 10 reconocen, 
y que se favorezca el carácter de perpetuidad a la separación conyugal, 
asemejando cada vez más esta institución al divorcio vincular. 
72. Cfr. V. FRANCESCHELLI, Perplesita ... , cit., p. 524. 
73. Vid. apartado IV. 6.2 B. 
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c) Cabría, no obstante, alegar que, según el artículo 53 de la ya 
mencionada Instrucción de la Sagrada Congregación de Sacramentos, del 
1 de Julio de 1929, se limita a negar la validez de la separacicón en el 
fuero canónico a aquellas resoluciones del juez civil que sean contrarias 
al Derecho divino y eclesiástico, y que cualquier modificación civil sobre 
las causas de separación contrarias a lo establecido podría ser acusada de 
inconstitucionalidad. Pero -nos preguntamos-, una vez declarada la se-
paracióncivil, ¿quién hace ver a la pareja afectada que esa separación no 
tiene eficacia canónica? ¿Cómo determina la autoridad de la Iglesia cuándo 
una separación tiene efectos canónicos o no? ¿Aceptarían los cónyuges, en 
el terreno práctico, la no eficacia canónica de la separación, después de 
haber obtenido la separación civil? En nuestra opinión, parece que la 
cláusula del citado artículo 53 no tiene actualmente eficacia práctica. 
En resumen, no parece que la tolerancia de la Iglesia sobre el conoci-
miento de las causas de separación por parte de la autoridad civil deba 
concederse fácilmente, sin antes valorar adecuadamente los males que en 
el futuro pueda originar dicha tolerancia. Han de concurrir motivos muy 
graves que supongan un mal mayor que el de la tolerancia. En cualquier 
caso debe concederse de modo restrictivo. Habrá que tener en cuenta el 
bien de las almas, según las circunstancias de cada país, así como las 
características de su ordenamiento y las previsibles modificaciones que en 
el futuro puedan originarse. 
Por todo ello, quizá lo aconsejable en muchas ocasiones sea no regular 
en los acuerdos el régimen de separación conyugal, y procurar que la 
Iglesia en ese país tome las medidas oportunas para que los fieles acudan 
a la autoridad eclesiástica en demanda de separación. En cualquier caso, 
siempre será aconsejable acudir al sistema mixto, que se expone en el 
apartado siguiente, aunque no parece que, en las circunstancias actuales, 
sea un sistema que la Iglesia pueda conseguir sin considerable esfuerzo. 
4. Sistema mixto. Análisis del sistema español. 
El sistema mixto supone, en síntesis, un conocimiento de las causas 
de separación por parte de la autoridad de la Iglesia, y una regulación 
por parte de la autoridad civil de algunas medidas que acompañan a la 
separación. Además, dicha autoridad reconoce la resolución dictada por 
la autoridad eclesiástica y le da eficacia en cuanto a los efectos civiles. 
Actualmente, España es el único país donde está en vigor este sistema, 
ya que, como se ha indicado, el reciente concordato de 1975 con Colombia 
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ha sustituido el sistema de reconocimiento de la competencia de la Iglesia, 
en las causas de separación, por el de la tolerancia del conocimiento en 
sede civil de dichas causas. 
Vamos a analizar, pues, el sistema español. Nos limitaremos a hacerlo 
desde el punto de vista de la separación, sin detenernos en los otros 
aspectos del llamado sistema matrimonial subsidiario, que rige en Es-
paña 74. 
4.1. Procedimiento español de separación conyugal. 
Establece el Concordato de 1953 entre la Santa Sede y España, en su 
artículo 24, la competencia exclusiva de los Tribunales eclesiásticos en 
las causas referentes a la separación de los cónyuges. Añade, en el núme-
ro 2 del mismo artículo: «Incoada y admitida ante el Tribunal eclesiástico 
una demanda de separación o de nulidad, corresponde al Tribunal civil 
dictar, a instancia de la parte interesada, las normas y medidas precauto-
rias que regulen los efectos civiles relacionados con el procedimiento pen-
diente». En el número 3 de dicho artículo se señala que las sentencias 
y resoluciones, cuando sean firmes y ejecutivas, serán comunicadas al 
Tribunal civil competente, el cual decretará 10 necesario para su ejecución 
en cuanto a efectos civiles. El procedimiento consta, por tanto, de tres 
fases: 
La fase preliminar corre a cargo del juez civil. Se trata de una fase 
cautelar, regulada por los artículos 67, 68 y 81 del Código Civil y por 
los 1.880-1.886 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
En la segunda fase, la jurisdicción eclesiástica, a tenor del artículo 80 
del Código Civil y del artículo 34, 1 del Concordato, conoce sobre las 
causas de separación, según el procedimiento canónico correspondiente. 
Finalmente, las sentencias firmes dictadas por la autoridad eclesiástica 
se comunican a la autoridad civil competente para que las ejecute en lo 
que se refiere a los efectos civiles. 
4.2. Mantenimiento del sistema vigente. 
Como se ve, según el sistema mixto, quedan garantizados todos los 
requisitos para que se cumplan las exigencias del Derecho Natural y 
74. Cfr. sobre este tema A. DE FUENMAYOR, El matrimonio y el Concordato español, 
en rus Canonicum, 3 (1963), pp. 251-418; L. PÉREZ MIER, El Concordato ... , cit., pp. 7-14. 
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eclesiástico en la separaClon, ya que la autoridad de la Iglesia es la que 
conoce sobre la existencia o-no de una causa de separación. Sin embargo 
ya, en el momento histórico presente, hay diferencias de criterio sobre 
la conveniencia o no de que también ceda la Iglesia su competencia a 
la autoridad civil 75. En nuestra opinión pensamos que no sólo sería una 
medida desafortunada, sino que, también en relación con otros países, 
sería de desear una mayor exigibilidad por parte de la autoridad ecle-
siástica a la hora de tolerar la vía civil en la separación ya que es tema 
de importancia capital para un mejor tratamiento de los conflictos matri-
moniales. Quizá el camino sea buscar fórmulas para recuperar de nuevo 
su competencia, o al menos empujar a los católicos a que, antes de pre-
sentar una causa de separación en sede civil, acudan al Ordinario corres-
pondiente. Esto exigiría establecer un procedimiento administrativo rá-
pido y sencillo que tenga en cuenta a la vez la naturaleza de la separa-
ción conyugal y las exigencias que ésta lleva consigo. 
Volviendo al caso de España, muchas voces se han levantado contra 
la lentitud de la tramitación de las causas de separación por los Tribu-
nales eclesiásticos. Se alega, entre otras razones, que la complejidad y 
costos que supone obtener una sentencia de separación, empuja a los cón-
yuges a separarse de hecho, sin que medie sentencia del Tribunal 76. Pero, 
en nuestra opinión, todas esas razones no justifican el que se pase en Es-
75. DEL AMO ataca la opinión de R. RODRIGO, favorable a la cesión de competencias 
por parte de la Iglesia, alegando que es lo más lógico que la Iglesia «no sólo tenga derecho, 
sino deber y solicitud de no desentenderse de la salud espiritual de tantas almas, las de 
las familias y las de los esposos», L. DEL AMO, Reflexión acerca de las causas matrimoniales 
en España, en Ius Canonicum, 14 (1974), p. 184 (vid. también las pp. 185-188). Un resu-
men de las diversas posturas en pro y en contra nos lo ofrece C. DE DIEDO-LORA, en su libro 
Función ... , cit., pp. 282-284. Este autor se muestra contrario a dicha cesión. Por su parte, 
S. PANIZO, en Separación ... , cit., p. 71, puntualiza: «Por ello, admitiendo que puede haber 
razones para que el Estado juzgue las separaciones, sobre todo cuando se trata de litigios 
determinados por razones puramente seculares, como pueden ser las económicas o el logro 
de una independencia sodal o empresarial, también las hay -y muy fuertes- para que la 
Iglesia intervenga en un terreno en el que se juega no sólo el destino humano, sino tam-
bién el espiritual y sobrenatural del hombre». Finalmente, una última opinión: A. DE FUEN-
MAYOR es partidario de «que las causas de separación matrimonial permanezcan en la 
jurisdicción eclesiástica. Pero advierta que yo no he dicho en los Tribunales eclesiásticos 
ya que la 'jurisdicción eclesiástica no necesita llevar el asunto en todo caso por la vía judi-
c;ial», A. DE FuENMAYOR, El Sistema matrimonial español: matrimonio civil y matrimonio 
canónico, Nuestro Tiempo, 2 (1976), pp. 557. 
76. Estas separaciones suelen hacerse frecuentemente mediante un pacto privado en 
forma de contrato, acudiendo a un abogado en el que se regula el régimen de separación. 
Cfr. J. M. ALEMANY, Har:ia la normalización de la separación matrimonial de hecho, Foro 
Gallego n. 173, 1977, p. 93. 
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paña las causas de separación a los Tribunales civiles. Entre otros motivos 
porque, como sucede en otros países -yen concreto en Italia-, los tribu-
nales civiles conceden con relativa facilidad la separación sin tener en 
cuenta, por otro lado, las exigencias del Derecho divino y eclesiástico 77. 
Algunas soluciones que se han buscado van por la línea de agilizar 
los trámites para la resolución de las causas de separación por los tribu~ 
nales eclesiásticos 78. Quizá responda a esa línea la propuesta que presentó 
en 1976 ante la Santa Sede el decano del Tribunal de la Rota española 
sobre unas normas especiales con relación a las causas de separación de 
modo más ágil, y se preguntaba si se podrían extender a estas causas las 
facilidades que el Motu proprio«Causas matrimoniales» concede a las 
causas de nulidad. Se trataba, en definitiva, de buscar una solución mane 
teniendo el procedimiento judicial, que es el seguido en España desde 
siempre, pero haciéndolo más rápido. Nos parece, sin embargo, que no 
debe desestimarse la posibilidad de un procedimiento administrativo. 
IV. LA SEPARACION CONYUGAL POR VIA ADMINISTRATIVA 
1. Hacia un procedimiento administrativo de separación. 
Señala A. de Fuenmayor 79 que, antes del Codex) todas las causas de 
separación seguían un procedimiento judicial. De ahí que el Código civil 
español y la Ley de Enjuiciamiento civil sólo contemplaran esta posibili-
dad al aplicar los efectos civiles de las decisiones de separación dictadas 
por la Iglesia. Pero, posteriormente, el c. 1131 introdujo la posibilidad 
del procedimiento administrativo, posibilidad que se convirtió en el modo 
ordinario de conocer las causas de separación en casi todos los países 80. 
Sin embargo -añade Fuenmayor-·-, «después del Codex la práctica cons-
77. Aunque la legislación civil española sobre separación casi no difiere de la legisla-
ción canónica, no deben desecharse cambios sustanciales en el futuro como ha ocurrido 
en la italiana. M. LóPEZ DE ALARCÓN, El futuro ... , cit., pp. 157-158. 
78. Cfr. 1. DEL AMO, Nueva tramitación de las causas matrimoniales (Salamanca, 1971), 
pp. 68-70; S. PANIZO, Separación ... , cit., p. 71. 
79. Cfr. A. DE FUENMAYOR, El matrimonio ... , cit., pp. 368-369. Una breve exposición 
de la evolución histórica de las causas matrimoniales puede verse en M. CALVO TOJO, Expe-
riencia y posibilidades de aplicación del Motu Proprio «Causas matrimoniales», «Foro Galle-
go», n.O 173 (1977), pp. 5-11. 
80. La respuesta de la Comisión Pontificia de Interpretación auténtica del Código a 
una pregunta en este sentido fue afirmativa. aro A.A.S., 24 (1932), p. 284. 
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tante de las curias diocesanas en España ha sido la de tratar estas causas 
por vía judicial». A partir del Concordato de 1953 se plantea el problema 
de si es posible tramitar administrativamente las causas de separación 
temporal 81, de modo que no haya inconveniente, en sede civil, para seguir 
llevando a cabo la ejecución de los efectos civiles. El problema queda en 
suspenso, a causa de la Circular de la Nunciatura Apostólica, de fecha 
2 de agosto de 1958, dirigida a todos los Ordinarios de España. Se había 
planteado a la Santa Sede la duda de si debía seguirse en España, para 
tratar las causas de separación temporal, los procedimientos administrati-
vos previstos en el Código, o debía procederse por vía judicial. La res-
puesta se recoge en esa circular: «En vista de las especiales circunstancias, 
y ateniéndose a la práctica generalmente seguida en España, es propósito 
de la Santa Sede que, en los casos mencionados, se proceda por trámites 
judiciales ante el Tribunal eclesiásticco competente» 82. 
En cuanto al problema de la ejecutoriedad de los efectos civiles, caso 
de darse una separación por vía administrativa, ha prevalecido la opinión 
afirmativa. En este sentido se pronuncia Fuenmayor, que concluye su 
argumentación con estas palabras: «En resumen -y con esto terminamos 
el examen de la eficacia civil de las sentencias y resoluciones canónicas 
firmes sobre separación temporal- entendemos: a) que el Código civil 
recoge ahora, para otorgarlas plenos efectos civiles, tanto las sentencias 
como las resoluciones firmes dictadas por la jurisdicción eclesiástica; 
b) que ésta deberá, en principio, mantener la práctica anterior de utilizar 
la vía judicial, pero si en algún caso ----como puede hacerlo- el Ordi-
nario siguiera la vía administrativa, no existe dificultad alguna para reco-
nocer efectos civiles a la resolución» 83. 
Dada, pues, la posibilidad, tanto por parte del ordenamiento canónico 
como del civil, de la separación por vía administrativa, nos parece que 
implantar este procedimiento sería un medio para resolver en gran parte 
la acumulación de causas ante los tribunales eclesiásticos, que se verían 
aliviados en su trabajo al reducirse las causas que deben conocer a los 
casos de nulidad, y aquellas causas de separación que, bien por el De-
recho, o bien porque parezca más conveniente esta vía, se tramiten en 
81. Una exposici6n detallada de las varias opiniones y de su evoluci6n se encuentra 
en A. DE F'uENMAYOR, El matrimonio ... , cit., pp. 369-378. Vid. También, C. DE DIEGO-LORA, 
Función ... , cit., pp. 275-277. 
82. Cfr. «Boletín eclesiástico del Obispado de Madrid Alcalá», 15 de octubre de 1958, 
p. 401; tomado de A. DE FUENMAYOR, El matrimonio ... , cit., p. 375. 
83. A. DE F'uENMAYOR, El matrimonio . .. , p. 278. 
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forma judicial. «Son muchas las voces -escribe Fuenmayor-, en el campo 
canónico y en el civil también, que claman por la introducción en nuestro 
Derecho de una fórmula de separacicón no contenciosa. Mi punto de 
vista es favorable a ello, con 10 cual la principal objeción que se hace al 
mantenimiento del actual estado del tema -es decir, a que los tribu-
nales eclesiásticos sigan conociendo estas causas matrimoniales, tratán-
dose de matrimonios canónicos- queda superada. ¿Por qué? Porque la 
admisión de la vía administrativa para la separación no contenciosa, ali-
geraría extraordinariamente a los tribunales eclesiásticos de la dedicación 
a este tema» 84. 
En esta línea está la respuesta del mes de septiembre de 1977 del 
Supremo Tribunal de la Signatura Apostólica a la propuesta señalada más 
arriba del Decano del Tribunal de la Rota Española a la Santa Sede, sobre 
unas normas especiales para la separación por vía judicial en España 85. 
Señala esta respuesta que no es oportuna una ley particular en esta mate-
ria, cuando está preparándose un esquema de ley universal que recoge 10 
que se pedía para las causas de separación en España. Y añade, a continua-
ción, una indicación muy significativa sobre la separación por vía adminis-
trativa. Después de reconocer la verdad, señalada en la propuesta, de que 
el retardo en la tramitación, debido a la parte instructoria y judiciaria (su-
brayado en el original), es ocasión de odio inextinguible entre las partes, 
continúa: «Tal sistema de tratamiento no está impuesto ni por la ley 
canónica -que prevé también el decreto de separación por vía adminis-
trativa ( ... )-; ni directamente de la norma concordataria -arto 34, nn. 1 
y 4 del Concordato de 1953; arto 80 y 82 del Código Civil Español, 
reformado de acuerdo con el Concordato--». Y continúa así en el pá-
rrafo siguiente: «La forma judicial en las causas de separación ha sido 
consecuencia de la carta circular de la Nunciatura Apostólica de Madrid 
al Episcopado Español de fecha 2 de agosto de 1958». De aquí que con-
cluya: «Por tanto, parece que el fin perseguido en la propuesta de una 
nueva ley particular puede ser obtenido con un medio más económico, 
como es una circular contraria, después, naturalmente, de todos los acuer-
dos necesarios y oportunos». 
La postura es clara: la solución más fácil y económica sería la puesta 
en práctica de la vía administrativa. Queda, por último, la duda del sen-
tido en que deban realizarse los acuerdos a que hace referencia el último 
84. A. DE FUENMAYOR, El sistema .... , cit., p. 557. 
85. Por información privada y solvente conocemos el contenido de dicha respuesta. 
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párrafo. En nuestra optillon, se trataría de que los Obispos dieran su 
conformidad a la implantación del procedimiento administrativo en sus 
respectivas diócesis, y -quizá, también-, a la unificación de criterios en 
el modo de llevarlo a cabo. En efecto, señala Fuenmayor 86 que la Circular 
de 1958 indicaba una regla de carácter directivo: que continuase la 
práctica anterior. Pero el Ordinario puede seguir en algún caso la vía 
administrativa, ya que no hay inconveniente para el reconocimiento civil 
de una resolución firme de este tipo. De hecho, desde enero de 1977 se 
ha implantado en el Arzobispado de Barcelona un procedimiento admi-
nistrativo para la dispensa del matrimonio rato y no consumado, y para 
las causas de separación temporal 87, además de la vía judicial que continúa 
en vigor. También en 1977 se ha implantado esta vía en el Arzobispado 
de Pamplona. Luego si el Obispo puede establecer en su diócesis uno 
o los dos sistemas de separación, será conveniente establecer los acuerdos 
necesarios y oportunos si se quiere establecer en todo el país un procedi-
miento de separación conyugal por vía administrativa. 
2. El procedimiento administrativo de separación 88. 
En virtud del c. 1131 y de la respuesta de la Comisión Pontificia 
de Interpretación auténtica del Codex del 25 de junio de 1932 89 , el modo 
ordinario para obtener la separación temporal es la vía administrativa. No 
existen en el Código normas que regulen este proceso. El propio canon 
1131 se limita a señalar la posibilidad de un decreto del Ordinario, pero 
ni siquiera indica quién es el Ordinario competente, ya que la expresión 
Ordinario local es ambigua: según ella, cualquier demanda de separa-
86. Cfr. A. DE FUENMAYOR, El matrimonio .. . , p. 377-378. En el mismo sentido, L. DEL 
AMO, Procedimientos ... , cit., p. 564. 
87. Vid. apartado IV5. 
88. Por lo que se refiere al procedimiento judicial puede verse una exposición resu-
mida del proceso canónico ordinario en C. DE DIEGO-LORA, Procesos canónicos, 1. Proceso 
canónico ordinario, en Gran Enciclopedia Rialp, t. 19, pp. 188-192. Vid. también la biblio-
grafía que allí se da. Un estudio claro y sencillo del proceso canónico ordinario se encuentra 
en M. LÓPEZ ALARCÓN, Derecho procesal canónico, en AA. VV., Derecho Canónico (Pam-
plona, 1975), 2." edición, pp. 557-585. Este autor trata también del proceso judicial de 
separación conyugal (ibidem, pp. 593-594). Para un estudio detallado del proceso judicial 
en las causas de separación conyugal, vid. H. y B. ALONSO, La separación matrimonial. Sus 
causas legítimas y el proceso de la acción, 2: edic. (Madrid, 1971), pp. 169-496. 
89. Vid. nota 80. 
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ción por vía administrativa, ante un Ordinario, facultaría a éste para 
decretada. Cabría pensar, dada esta laguna normativa, que sólo sea com-
petente el mismo Ordinario que puede conocer la separación por vía ju-
dicial. Sin embargo, no parece que pueda impugnarse, mediante querella 
de nulidad, la resolución administrativa de separación dictada por un 
Ordinario que no sea competente para conocer la causa por vía judicial. 
Tampoco, en esta vía judicial, cabría la nulidad de la sentencia por in-
fracción de normas de competencia de naturaleza relativa y no absoluta. 
Si prescindimos de esta ausencia normativa, la tramitación por vía 
administrativa de la separación conyugal constaría de las siguientes fases, 
que estudiaremos con más detalle en los números siguientes: 1.°) Se soli-
cita, por escrito, la separación conyugal al Ordinario competente, según 
las normas de cada lugar, caso de que existan 90. 2.°) El Ordinario, o un 
sacerdote delegado, procurará evitar la separación mediante la citación de 
las partes a comparecer ante su presencia. 3.°) Si la conciliación no tiene 
efecto, el Ordinario decidirá sobre la admisión de la solicitud. 4.°) Admi-
tido el escrito de solicitud hay que hotificarlo a la otra parte para que 
formule las alegaciones oportunas. El procedimiento debe tener previsto 
un plazo para la proposición, presentación de pruebas, así como para 
prever, si se admite, la posibilidad de declaración de testigos. En todo 
caso, conviene evitar el estrépito judicial. También pensamos que será 
conveniente reducir al máximo la constancia escrita y las solemnidades 
de los actos de prueba. 5.°) Una vez recogidas las pruebas, y después 
de que el Ordinario -o la persona delegada- ha oído a las partes y 
al Promotor de Justicia, se estará en condiciones de emitir un juicio 
sobre la existencia o no de una causa legítima de separación. El Ordinario 
-o la persona delegada- resuelve la causa mediante un Decreto, en el 
que razonará los motivos de la resolución y proveerá sobre la separación 
y sobre el destino y educación de los hijos, según el c. 1132. 
La finalidad de la separación es la de tutelar los derechos subjetivos 
de los cónyuges afectados por la convivencia. Debe quedar claro a las 
partes que no se trata de una situación definitiva. Por eso, hay que 
procurar que la resolución esté dada en unos términos que favorezca la 
posterior recomposición de la convivencia familiar. 
90. Puede verse una recopilación de normas particulares en L. DE ECHEVERRÍA, El ma-
trimonio ... , cit., pp. 81-82; 129; 158-159; 254; 295; 348. 
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3. Venta;as e inconvenientes de la vía administrativa. 
Vamos ahora a analizar brevemente las ventajas e inconvenientes del 
procedimiento de separación por vía administrativa. Nos limitaremos a 
sistematizar las opiniones que algunos autores han expuesto al abordar 
este tema, y a analizar las soluciones propuestas a algunos de los proble-
mas, con el fin de que nos sirvan de puntos de referencia al elaborar 
los criterios generales para un adecuado procedimiento administrativo de 
separación. 
a) Cabe señalarse, entre las ventajas del procedimiento administra-
tivo, las siguientes: 
1.°) Posibilidad de una más fácil restauración futura de la vida 
conyugal al ser menos firme la resolución administrativa que la judicial, y 
también a causa de que se evita mejor el enfrentamiento entre las 
partes, y los odios que éste origina. «¿Qué hacer -escribe De Diego-
Lora- ante la desavenencia? Todo 10 posible por unir a los cónyuges y, 
si esto resulta imposible, separarlos . Pero no precisamente en virtud del 
proceso, que, en definitiva, ninguna paz proporciona, aunque la sentencia 
sea justa. Cuando se trata del tema· del matrimonio, 10 que importa es, 
sí, resolver el problema inmediato, pero no pulverizando jamás la posibi-
1idad de soluciones futuras. Hay que mirar ese matrimonio in lacto esse 
como institución que pueda seguir realizándose en un posible futuro. Hay 
que mirar siempre a que esa comunidad familiar pueda un día restau-
rarse y no ahondar en la fosa que ya separa a los cónyuges» 91. 
2.°) Simplicidad del procedimiento, con la consiguiente rapidez, 
facilidad en su tramitación y menor cuantía de gastos. 
3.°) La propia índole del procedimiento facilita el ejercicio de la 
función pastoral. En el procedimiento administrativo no existe la solem-
nidad que se requiere en el contencioso, y tampoco se presenta el riesgo 
de sacar a relucir públicamente las injurias recibidas, ya que la autoridad 
eclesiástica, después de escuchar a las partes, pondera las razones de una y 
otra y decreta la separación si no ha encontrado otra solución a los con-
flictos planteados. 
b) Sin embargo, la vía administrativa no deja de tener sus nesgos: 
1.°) Señala Miguélez el peligro de que, a causa de su sencillez, la 
91. C. DE DIEGo-LORA, Función ... , cit., p. 265. 
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separación se conceda sólo ante la pretensión de una de las partes 
-para tranquilizar su conciencia, por ejemplo-, sin contar con la otra 
y teniendo presentes solamente los datos que presenta el actor. Este pe-
ligro se agrava -añade Miguélez- si, tal como sucede en España, la 
separación tiene efectos civiles y se ha concedido por un Ordinario ex-
tranjero, sin tener en cuenta esta peculiar característica 92. No se olvide 
que la vía administrativa admite el decreto del Ordinario local, sin ninguna 
otra especificación. 
2.0) Posible ausencia, en algunos casos, de un procedimiento de sepa-
ración administrativa con suficiente y adecuada regulación normativa 93. 
3.°) La misma sencillez y rapidez del procedimiento aumenta la 
posibilidad de que se declare la separación conyugal sin suficiente cer-
teza moral sobre la existencia de una causa de separación. De ahí que 
deba preverse en el procedimiento un sistema que permita escuchar a las 
partes, examinar las pruebas, así como establecer unos criterios que ga-
ranticen la defensa de los intereses particulares y del bien público. 
c) Según Miguélez la razón de que en muchos países se siga la vía 
administrativa puede ser la de evitar el doble pleito -canónico y civil-
que origina la falta de reconocimiento de los "efectos civiles a la separa-
ción canónica 94. 
Se nos ocurre también pensar que no debe ser ésta última la única 
razón. Si el procedimiento administrativo evita mejor el enfrentamiento 
entre los cónyuges, al eliminar la litis propia del proceso judicial, cabe 
afirmar que con él se disminuye la dificultad que pueda existir en el 
futuro para alcanzar el mutuo complemento, con todo lo que ello supone 
para la estabilidad y tendencia a los fines. 
También es importante considerar que la separación es suspensión -y 
no desaparición- del contenido de la relación matrimonial, 10 que in-
fluye poderosamente en el carácter de provisionalidad que la separación 
lleva consigo. Razones, todas ellas, que aconsejan la conveniencia del pro-
cedimiento administrativo 95. 
No sería, por tanto, desacertado, en muchos casos, convertir en extraor-
dinaria la vía judicial, siempre que el procedimiento administrativo no 
sea un mero trámite -un nihil obstat- para recurrir después al tribunal 
92. Cfr. L. MIGUÉLEZ, El favor ... , cit., p. 401. 
93. Ibidem. 
94. Cfr. L. MIGUÉLEZ, Las causas ... , dt., pp. 318-319. 
95. Cfr., en este sentido, C. DE DIEGO-LORA, Función ... , cit., pp. 278-279. 
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civil. Del Amo, sin embargo, aboga por una solución distinta para España: 
se muestra partidario de ac~lerar el proceso judicial 96. Por nuestra parte, 
estamos de acuerdo en que se acelere este proceso, que no es incompatible 
con introducir también la vía administrativa. 
En resumen, creemos que hay que sacar todo el rendimiento que 
puede ofrecer la vía administrativa, procurando, al mismo tiempo, evitar 
el peligro de la falta de examen suficiente sobre la presencia de una 
causa de separación, mediante la introducción en el procedimiento de los 
elementos convenientes para ello y facilitando, a la vez, el ejercicio de 
una fructífera función pastoral. 
4. Los procedimientos de separación en el proyecto de reforma del ele. , 
Para terminar nuestro estudio general sobre los procedimientos de 
separación, vamos a detenernos brevemente en la forma que se les da 
en el proyecto de reforma del CIC, limitando nuestro estudio al proce-
dimiento administrativo. 
Lo primero que llama la atención, al examinar la nueva configura-
ción de las causas matrimoniales, es la presencia de un título dedicado a 
las causas de separación conyugal. ¿Por qué se ha introducido esta nove-
dad? Nos lo indica la Comisión encargada: «La Comisión para la inter-
pretación respondió el 25 de junio de 1932 que las causas de separación 
debían tratarse en forma administrativa, nisi ab Ordinario aliter statuatur 
ex officio vel ad instantiam partis. En realidad en el Código vigente no 
se dice nada sobre el procedimiento para las causas de separación, y 
nuestra Comisión trata de llenar esta laguna» 97. Fruto de esta intención 
es el título II -De causis separationis coniugum- que aparece en la 
Sección II -de causis matrimonialibus- correspondiente a la tercera parte 
del esquema De Procesibus 98. En dicho título se indican los procedi-
mientos a seguir en las causas de separación. Consta de seis cánones 
-356-361 en el esquema-, todos nuevos. En ellos no se hace distinción 
entre procedimiento de separación para el supuesto de adulterio y para las 
otras causas. En consecuencia, se suprime, en concordancia con la nueva 
96. Cfr. L. DEL AMO, Reflexi6n ... , cit., pp. 212-214. 
97. Communicationes, t. VI (1974), p. 42. 
98. Cfr. Schema Canonum de Modo Procedendi pro tutela Iurium seu de Processibus. 
Typis Polyglottis Vaticanis (1976), p. 82. 
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redacción del c. 1130 99 , el tratamiento especial que la separación por 
adulterio tiene en la configuración actual del Cle. 
En el primer canon quedan señaladas las diversas vías para obtener 
separación 100. Se reconoce en él la posibilidad de las vías administrativa 
y judicial en sede canónica, así como la regulación de los casos en que se 
puede acudir al tribunal civil para obtener los efectos civiles de la sepa-
ración. Varios postulados se recogen en este canon: 1.0) Posibilidad de 
seguir lo establecido por los iura particularia, en aquellos lugares en los 
que legítimamente se prevea. 2.°) Posibilidad de la separación por vía 
administrativa o por sentencia judicial. 3.°) Facultad de que el Ordinario 
del lugar donde viven los cónyuges 101 pueda conceder licencia de acudir 
al fuero civil, cuando la decisión eclesiástica no surta efectos civiles, 
una vez ponderadas las razones en cada caso particular y siempre que se 
prevea que la sentencia no va a ser contraria al Derecho divino. 
Como ya han sido comentadas suficientemente estas posibilidades al 
estudiar los sistemas de separación, nos limitaremos aquí simplemente a 
señalar dos omisiones del Proyecto: que no se recoge en este canon 
quien es el Ordinario competente para dictar un decreto de separación 
por vía administrativa, y que tampoco se regula el modo de acreditar que 
los cónyuges viven en el lugar donde el Ordinario es competente para dar 
licencia de acudir al juez civil. 
99. Vid nota 42. 
100. Can. 356. «1. Separatio personalis coniugum baptizatorum, nisi aliter pro locis 
particularibus legitime provisum sit, decerni potest: 
a) Ordinarü decreto ve! 
b) ecclesiastici iudicis sententia ad norman canonum qui sequuntur. 
2. Ubi decisio ecclesíastica effectus civiles non sortitur, ve! sí sententia civílis praeví-
detur non contraria iuri divino, Ordinarius commorationis coniugum poterit, síngulis in 
casibus, perpensis peculiaríbus adiunctis, licentiam concedere adeundi forum civile. 
3. Si causa versetur etiam circa effectus mere civiles matrimonii, satagat iudex ut, 
servato praescripto 2, causa inde ab initio ad forum civile deferatur», Schema ... , dt., p. 82. 
101. La palabra commoratio, que utiliza este canon para referirse al lugar donde 
viven los cónyuges, se empleó en e! M. P. Causas matrimoniales como criterio de fuero 
competente que sustituye al de dOlnicílio o cuasidomicilio. 
No se ha llegado a establecer con unanimidad e! sentido en que debe entenderse la 
expresión commoratio non precaria que se emplea en dicho lugar. Según Lefebvre, no debe 
confundirse con residencia; Cfr. CH. LEFEBVRE, De Motu Proprio «Causas matrimoniales». 
Animadversiones quaedam, en Periodica de re morali canónica liturgica, 61 (197), pp. 405-406 .. 
Cfr. también sobre este tema, L. DEL AMO, Nueva ... , cit.) pp. 93-95; C. DE DIEDO-LORA, La 
reforma del proceso matrimonial can6nico en «Ius Canonicum» 12-I (1972), pp. 110-111; 
S. BERLENGO, Brevi anotazione in tema di competenza, domicilio e commoratio non precaria, 
e! Il Diritto ecclesiastico, 85-II (1974), pp. 7-17. M. CALVO TOJO, Experiencia ... , cit., 
pp. 22-25. 
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Los cinco cánones siguientes se limitan a regular el proceso conten-
cioso. Por 10 que se refiere al procedimiento administrativo, aunque existe 
la intención de recoger en el nuevo Codex unas normas generales sobre 
el procedimiento administrativo 102, por el momento no se indica en el 
Schema ninguna norma al respecto, sin embargo tenemos noticias fide-
dignas de que en el Proyecto se recogerá, en las normas generales del 
procedimiento administrativo 103, una reglamentación de tal procedimiento 
que, por lo que se refiere al objeto de nuestro estudio, establece 10 si-
guiente: a) potestad subsidiaria del Obispo para dictar normas de ratíone 
procedendi in decretis ferendis, que no sean contrarias al derecho común 
ni deroguen las normas de la Conferencia Episcopal; b) que se mire, al dictar 
el Decreto, la salud de las almas y el bien público, salvando a la vez la 
ley general y particular, la justicia y la equidad canónica; c) que el Decreto 
sea razonado, exponiendo los motivos de la resolución. 
5. Procedimiento administrativo de separación conyugal del Arzobispado 
de Barcelona. 
Con fecha 29 de diciembre de 1976, el Cardenal Arzobispo de Bar-
celona, Mons. Narciso Jubany, publicaba un Decreto 104 por el que se 
creaba un departamento especial para la tramitación por vía administra-
tiva «de los casos matrimoniales que deben o pueden tramitarse por 
este cauce. Tales son los procesos sobre dispensa de matrimonio rato y 
no consumado (Instrucción 'Dispensationis matrimonii' de la Sagrada Con-
gregación para la Disciplina de los Sacramentos de 7 de marzo de 1972, 
I), y las causas de separación conyugal a las que se refiere el canon 1131 
C.LC. (Comisión de Intérpretes, resp. de 25 de julio de 1932)>>. Por 10 
demás, sigue funcionando el tribunal eclesiástico que conoce, por vía 
judicial, las causas de declaración de nulidad matrimonial, y las de sepa-
ración conyugal 
102. Vid. Communicationes, t. I (1969), pp. 81-83; t. 11 (1970),pp. 191-194; t. IV 
(1972), pp. 35-38; t. V (1973), pp. 235-243. 
103. Nos referimos a la Pars quinta, Sectio I ~De procedura administrativa in genere-
del Schema canonum de modo procedendi pro tutela iurium seu de processibus (ya citado 
anteriormente). El Schema no recoge los cánones, sino que se limita a decir que ya han 
sido sometidos a examen de los Dicasterios de la Curia Romana y de las Conferencias 
Episcopales. Ignoramos, en el momento de elaboraci6n del presente trabajo, la situaci6n en 
que se encuentre ese Schema de procedura ... 
104. Cfr. Boletín Oficial del Arzobispado de Barcelona, 15 de enero de 1977, pp. 5-7. 
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Nos interesa analizar las características de este procedimiento porque, 
a nuestro juicio, responde con acierto, en sus líneas generales, a 10 que 
nos parece debe ser un procedimiento administrativo de separación. Por 
eso, lo utilizaremos como base para fijar las líneas directivas que se 
indican en el apartado IV.6. 
5.1. Características. 
El Decreto a que nos hemos referido más arriba, consta de una intro-
ducción, cuatro disposiciones generales y unas «Normas para el trámite 
por vía administrativa de procesos y causas matrimoniales» 105. Vamos a 
detenernos, en primer lugar, en la composición del Departamento --dis-
posiciones 1 y II- Y en el fuero competente -norma 1.a_, para estu-
diar a continuación el procedimiento como tal. Una observación inicial 
merece hacerse: aunque en las disposiciones y normas se utiliza la palabra 
105. He aquí las disposiciones y las normas: 
Disposiciones: 
«1. Se instituye en nuestra Curia Diocesana un departamento especial para la trami-
tación por vía administrativa de los procesos sobre dispensa de matrimonio rato y no 
consumado y las causas de separación conyugal que sean susceptibles de tal procedimiento, 
a tenor de lo dispuesto en el Código de Derecho Canónico. 
11. Dicho departamento estará al cargo de un sacerdote a quien será conferida la 
delegación de las facultades delegables que para el referido cometido en derecho nos com-
peten. Intervendrán, en sus respectivas funciones, el Ministerio Fiscal, el Defensor del 
Vínculo, el Notario y los Secretarios-Actuarios que sean legítimamente designados. 
111. En la tramitación de los procesos sobre dispensa de matrimonio rato y no 
consumado se observarán las normas y prescripciones establecidas por la Sede Apostólica. 
IV. En la sustanciación de las causas de separación conyugal por vía administrativa, 
se procederá con arreglo a las prescripciones canónicas vigentes que exigen la práctica de 
aquellas diligencias y trámites que reclama la equidad para resolverlas en justicia. Al propio 
tiempo, con objeto de que en el esclarecimiento de los hechos y en el acierto de la resolu-
ción que debe dictarse se proceda con las debidas garantías y una conveniente uniformidad, 
se observarán las normas que sean dictadas. 
Normas para el trámite por vía administrativa de procesos y causas matrimoniales 
La El trámite de separación conyugal por vía administrativa sólo será aplicable a las 
causas cuya índole o complejidad, según derecho o a criterio del Delegado episcopal, no 
requiera o haga más conveniente la vía judicial, lo acepten los cónyuges interesados (si am-
bos toman parte en el procedimiento) y concurra a la vez un título legítimo de competenda 
de los que el Derecho canónico tiene establecidos para el proceso judicial. 
2.a Integrarán el proceso (y se practicarán con arreglo a la oportuna reglamentación 
particular) las diligendas y actuaciones que a continuación se indican: 
a) Petición del demandante -que podrá hacerse por escrito o en personal compare-
cencia ante el Delegado episcopal-,-con exposición de los hechos que sean de interés (se 
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proceso, no se trata, en realidad, de un verdadero proceso, ya que inter-
viene la Administración -en nuestro caso el Delegado episcopal- como 
parte interesada. No actúa, pues, como juez neutral en el ejercicio de la 
potestas iudicialis, ni tiene lugar ante el Delegado un proceso contradic-
torio 106. 
A. El Departamento especial de tramitación administrativa. 
Según la disposición 1, se instituye -dentro de la Curia Diocesana-
un Departamento especial para tramitar administrativamente tanto las 
causas de separación susceptibles de ser tratadas, como la dispensa super 
indicarán por orden cronológico y eh forma breve, objetiva y concreta, los hechos en los 
que se pretende fundamentar la demanda}; 
b) Interrogatorio de las partes y eventualmente de testigos idóneos; 
c} Intento de conciliación entre las partes -si ha lugar- con miras a la búsqueda y 
puesta en práctica de la solución que apareciere como la más humana y adecuada a la situa-
ción conflictiva planteada, atendidas las peculiares circunstancias del caso; 
d) Comunicación de las manifestaciones de cada una de las partes a la otra sobre los 
hechos, pedimentos y actitud personal ante ellos, con facultad de responderlas; 
e} Admisión o rechazo, con intervención del Ministerio Fiscal de la petición a trámite y 
fijación, en su caso, de la de materia del proceso, debiendo especificarse las causas canónicas 
en que se apoya; 
f} Práctica, con justo criterio de economía procesal y con arreglo a las normas jurídi-
cas vigentes para el procedimiento judicial, de las pruebas propuestas por las partes o las 
acordadas de oficio, que fueren estrictamente necesarias para el esclarecimiento de los 
hechos debatidos; 
g) . Concesión de un breve término a las partes para que puedan conocer lo actuado 
y proponer alegaciones; 
h) Intervención del Ministerio Fiscal en orden a dictaminar 10 que estimare procedente; 
i) Resolución definitiva con su motivación jurídica y táctica (sic) y notificación de la 
misma a las partes. 
3: Contra la Resolución definitiva dada por el Delegado episcopal cabe recurso al 
Ordinario local, y contra el de éste sólo a la Sede Apostólica, a tenor del canon 1601 del 
CLC, dentro de los diez días a contar desde que se notificó a las partes. 
4: El proceso administrativo en cualquiera de sus fases y antes de dictarse la reso-
lución definitiva, a petición de una o ambas partes y también de oficio, podrá remitirse 
al Tribunal eclesiástico, para la instauración, si procediere, del correspondiente trámite por 
la vía judicial.» 
Cfr. Boletín ... , cit., pp. 5-7. 
106. «Lo que se entiende por proceso --escribe De Diego-Lora- se recoge en el 
canon 1552, 1: 'discusión y decisión legítima, ante un tribunal eclesiástico, de una contro-
versia sobre materias cuyo conocimiento compete a la Iglesia'. Es, por consiguiente: 1} la 
idea de litigio o controversia, central para el entendimiento de la voz proceso en el orde-
namiento jurídico-canónico; 2} mas también ha de versar esa controversia sobre 'materia' 
cuyo conocimiento -y poder de decisión, ha de entenderse- compete a la Iglesia como 
sociedad jurídica perfecta con potestad propia de jurisdicción; 3) que tal potestad se ejercita 
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rato. Al frente de tal Departamento se encuentra un sacerdote, que figura 
como Delegado episcopal, «a quien será conferida la delegación de las 
facultades delegables que para el referido cometido en derecho nos com-
pete». ¿Cuál es la naturaleza de esta delegación? Según el canon 197 se 
confiere al Delegado episcopal una potestad de jurisdicción delegada, en 
virtud de la cual puede incluso dictar, según la norma 2.a i), una 
«Resolución definitiva con su motivación jurídica y táctica» de separa-
ción conyugal. Esta resolución no es un acto del Obispo -ya que enton-
ces se trataría de potestad vicaria y en este caso la potestad es delegada-, 
sino un acto de un inferior jerárquico. Se trata, pues, de una desconcen-
tración funcional no estrictamente orgánica -ya que cabe recurso je-
rárquico--, pero tampoco vicaria 107. 
Forman parte del Departamento especial, además del Delegado epis-
copal, el Misterio Fiscal, el Defensor del Vínculo -para las causas de 
dispensa de matrimonio super rato-, el Notario y los Secretarios-Actua-
rios que sean legítimamente designadoslO8 • 
B. Fuero competente. 
Establece la norma 1.a que «el trámite de separaClOn conyugal por 
vía administrativa sólo será aplicable a las causas cuya índole o comple-
jidad, según Derecho o a criterio del Delegado episcopal, no requieran o 
hagan más conveniente la vía judicial, la acepten los cónyuges interesados 
(si ambos toman parte en el procedimiento), y concurra a la vez un título 
legítimo de competencia de los que el Derecho canónico tiene estable-
cidos para el proceso judicial». Por tanto, una vez presentada petición 
de separación conyugal ante el Delegado episcopal, bien por escrito o por 
comparecencia personal -según la norma 2.a , a)-, es preciso determinar 
si hay competencia. De momento, y mientras no se modifique la compe-
tencia judicial para las causas de separación, el fuero competente sería 
el indicado por el canon 1964 109. 
por órganos jurisdiccionales llamados tribunales de justicia; y 4) al hablarse de discusión, 
en el concepto citado, se está poniendo de relieve la idea del contradictorio, es decir, el 
enfrentamiento de sujetos, en presencia del órgano jurisdiccional, con intereses parciales, 
es decir, en todo proceso han de concurrir las llamadas partes procesales», C. DE DIEGO-LORA, 
voz Procesos can6nicos 1, en Gran Enciclopedia Rialp, t. 9, p. 189. 
107. Sobre la naturaleza de la desconcentración orgánica de funciones, dr. G. DELGADO, 
Principios jurídicos de organizaci6n, Ius Canonicum», n-u (1973), pp. 127-138. 
108. Vid. nota 105, disposición U. 
109. El M. P. Causas matrimoniales establece otros criterios de competencia distintos 
a los que indica el c. 1964, pero se refiere a las causas de nulidad. Del Amo, por el con-
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¿Quién decide si hay competencia, el Provisor o el Delegado epis-
copal? No se dice nada al respecto. Según el canon 1709, 1, la decisión 
corresponde al órgano judicial. Sin embargo, parece 10 más lógico que si 
el Delegado es quien recibe la petición de separación, sea él quien decida 
sobre su competencia y reciba, para ello, la correspondiente facultad de-
legada. 
5.2. Procedimiento. 
La norma 2.a recoge todo el procedimiento a seguir hasta la resolu-
ción. En la norma 3.a se señalan las características del recurso contra la 
resolución, y en la norma 4.a la posibilidad de cambiar del sistema admi-
nistrativo al judicial. Para sistematizar el procedimiento vamos a dividirlo 
en las siguientes fases: 
A. Fase previa. 
Consta de petición de separaClOn, interrogatorio de las partes y tes-
tigos, e intento de conciliación 110. No es necesaria --en esta fase- la 
presentación de documentos que atestigüen los hechos --e, incluso, puede 
hacerse la petición personalmente sin documento escrito-, ni se comunica 
a la otra parte las alegaciones del actor hasta que no se hayan agotado 
las posibilidades de reconciliación. Además, el interrogatorio de las partes 
es anterior a la tramitación de la causa, lo que permite llegar con más 
facilidad a una reconciliación. No deja de haber en esa iniciativa para los 
interrogatorios una cierta influencia del principio inquisitivo de investiga-
ción. La amplitud de las facultades otorgadas, en relación con tales inte-
rrogatorios, evidencia el interés del legislador diocesano de no someter a 
su delegado, en este tema, a trabas formales. 
B. Fase de formalización. 
Se inicia con lo indicado por el apartado d) de la norma 2.a : «Comu-
nicación de las manifestaciones de cada una de las partes a la otra sobre 
trario entiende que las normas I-IV sobre el fuero competente pueden aplicarse por para-
lelismo y analogía al proceso de las causas de separación. Cfr. L. DEL AMo,NU'eva ... , cit., 
p. 90. Una crítica a tal postura en la que también se recoge la opinión contraria a ella de 
Miguélez y Cabreros de Anta, puede verse en M. CALVO TOJO, Experiencia y posibilidades 
de aplicaci6n del Motu proprio «Causas matrimoniales», Fuero Gallego, n.· 173 (1977), 
pp. 14-17. En el mismo sentido critica la postura de Del Amo, C. DE DIEGO-LORA, Notas 
críticas a un comentario al M. P. «Causas matrimoniales», Ius Canonicum 12-II (1972), 
pp. 265-267. 
110. Vid. nota 105, norma 2.", a), b) y c). 
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hechos, pedimentos y actitud personal ante ellos, con facultad de respon-
derlas». Es lo que llamaríamos una fase de alegaciones y determinación 
última de las respectivas peticiones. 
A continuación -apartado e)- el Delegado, en el supuesto de que 
-como es lógico-- tenga facultades delegadas para decidir sobre el fuero 
competente, admitirá o rechazará la petición del trámite administrativo 
de separación, con determinación de la materia y de la causa canónica de 
separación. Se trata de una especie de fijación del objeto litigioso por su 
causa, al estilo de la litiscontestatio. 
Se sigue en esta fase de formalización, previa al período de prueba, 
un modo de proceder que en cierto modo es paralelo al señalado en el 
canon 1731 para la vía judicial, si bien,en nuestro caso, se requiere la 
intervención del Promotor de Justicia antes de dictarse el escrito formali-
zador en el que se fija la materia del procedimiento y las causas canónicas 
en que se apoya la petición de separación. 
C. Fase de tramitación y resolución. 
Una vez admitida la causa -después del examen y aceptación de la 
propia competencia y de la fijación del escrito formalizador- se pasa al 
esclarecimiento de los hechos. 
No se dice nada sobre el modo de llegar a tal esclarecimiento, salvo 
que se sigan las normas jurídicas vigentes con justo criterio de economía 
procesal. Se trata, de todos modos, de examinar las «pruebas propuestas 
por las partes o las acordadas de oficio, que fueran estrictamente nece-
sarias para el esclarecimiento de los hechos debatidos». No se trata aquí 
de un proceso, ni es necesario observar estrictamente unas normas proce-
sales. No obstante, debe tenerse en cuenta que en el apartado f), a pesar de 
la referencia a la economía procesal, no deja de existir el precepto de que la 
prueba se practique «con arreglo a las normas jurídicas vigentes para el 
procedimiento judicial». Por eso, debe distinguirse por un lado entre la am-
plia libertad que se otorga al Delegado para admitir pruebas -en la 
medida que sean «estrictamente necesarias» para el esclarecimiento de 
los hechos-, e incluso de ordenarlas de oficio, y por otro que, al prac-
ticarlas, no puede dejar de tener en cuenta un cierto rigor formal. 
Incluso no deja de haber -apartado g)- un breve término de 
información a las partes para que conozcan lo actuado y para una 
especie o modo de defensa última. Parece, por tanto, que el legislador 
diocesano ha contemplado los cánones 1858-1866, y ha hecho una re-
ducción simplificada · de los mismos en el apartado g). 
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En definitiva, habría que afirmar que hay un cierto orden procedi-
mental, paralelo, de algún modo, al del proceso ordinario, aunque sim-
plificado, reducido y más libre de formas. Pero orden de proceder de 
todos modos, que termina con la Resolución del Delegado, previa au-
diencia del Promotor de Justicia. Mediante esta intersección se ha tra-
tado de garantizar la defensa del bien público eclesiástico, en la medida 
en que la simplificación de formas, y reducción del tiempo de duración 
del procedimiento, haya podido poner en peligro ese bien público, cuya 
guarda queda menos garantizada por el órgano de la autoridad dioce-
sana competente. 
La resolución definitiva, después de oído el Promotor de Justicia, 
se comunica a las partes. En ella se hace constar la «motivación jurí-
dica y táctica»; es decir, en la Resolución debe señalarse la causa que da 
origen a la separación -motivación jurídica- y a las disposiciones con-
venientes sobre los efectos canónicos de la separación, así como de otras 
aclaraciones que procedan. Nos parece muy importante la necesidad de 
la motivación jurídica, entre otras cosas como previsión de un posible 
recurso y también como garantía de la existencia de una causa de sepa-
ración. ¿Qué se entiende por motivación «táctica»? No sabríamos qué 
contestar. Quizá se trate de motivación «fáctica», pero no hemos podido 
aclarar esta duda al carecer de documento original y disponer sólo de 
su publicación en el Boletín oficial. 
D. Recursos. 
«Contra la Resolución definitiva dada por el Delegado episcopal 
--establece la norma 3.a_ cabe recurso al Ordinario local, y contra 
el de éste sólo a la Sede Apostólica». Ya hemos dicho que, en nuestra 
opinión, la Resolución del Delegado episcopal no es una resolución del 
Obispo, y por eso cabe el recurso jerárquico ante éste. Confirma esta 
opinión el hecho de que en la forma se habla de Resolución definitiva 
sin mencionar para nada de la ratificación del Ordinario, y, por otro 
lado, se equipara el Recurso contra la resolución del Delegado con el 
Recurso ante la Santa Sede, considerándolos de la misma naturaleza. 
Y, tal como está configurado actualmente el sistema de gobierno, las 
Congregaciones romanas se consideran superiores jerárquicas de los 
Obispos, ya que no existe un sistema de descentralización. Se trata, 
por tanto, en los dos casos, de un recurso jerárquico 111. 
111. Sobre el recurso jerárquico o de alzada cfr. G. DELGADO, Principios ... , cit., 
pp. 123·124; ibídem, Desconcentraci6n orgánica y potestad vicaria, pp. 220·230. 
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E. Paso de la vía administrativa a la judicial. 
Para terminar, nos parece interesante la posibilidad de cambio de! 
procedimiento administrativo al judicial, recogido en la norma 4.8 , aun-
que quizá habría que evitar la discrecionalidad con que se concede, lo 
que puede dar motivo a dilaciones injustificadas por cambio de proce-
dimiento. 
Este paso a la vía judicial es posible -según la citada norma- en 
cualquiera de sus fases, pero no cuando se ha dictado resolución defi-
nitiva. Tal modo de proceder está de acuerdo con los principios que rigen 
las relaciones entre los órganos administrativos y judiciales en la Orga-
nización Central de la Iglesia. 
Así, aunque e! principio general establece la imposibilidad de enviar 
a los Tribunales aquellas cuestiones que son de competencia exclusiva 
de los órganos administrativos, sin embargo, cuando se trata de asuntos 
que per se son contenciosos pero pueden ser tratados en vía administra-
tiva -o admiten las dos vías, como ocurre en nuestro caso-, pueden, 
en cualquier momento, enviarse a los Tribunales 112. Pero, para este paso, 
se requiere e! consentimiento previo de la autoridad administrativa 113. 
Cuando ésta ha dictado resolución administrativa, e! examen de esa cues-
tión en vía judicial supone juzgar la actuación de un órgano administra-
tivo que, en general, no puede hacerlo ningún Tribunal, salvo que 
-indica Del Amo- la Sagrada Congregación, el Ordinario, o e! órgano 
administrativo correspondiente den permiso para que se conozca su reso-
lución en vía judicial 114 • Actualmente e! Supremo Tribunal de la Signa-
tura Apostólica puede conocer -en su Sectio altera- las decisiones 
de las Congregaciones y Dicasterios de la Curia romana. 
¿Cuándo procederá la remisión al Tribunal eclesiástico de una soli-
citud de separación que se tramita administrativamente? Tenemos algu-
nos antecedentes en casos parecidos. Así, e! artículo 227, 2 de la 
Pro vida Mater Ecclesia dice -una vez que en e! párrafo 1 ha admitido 
la posibilidad de una resolución «cuasiadministrativa» del Ordinario, en 
los casos exceptuados de nulidad de matrimonios-: «Pero si el Ordinario 
juzgare que no se verifican todos los requisitos que exige e! canon 1990, 
112. Cfr. S. CANALS, Sobre el paso del orden administrativo al orden ;udicial en el 
Derecho canónico positivo, «Revista Española de Derecho canónico», 7 (1952), pp. 31-36. 
113. Cfr. L. DEL AMO, La separación entre lo administrativo y lo ;udicial y el trán-
sito de una a otra vía, en «Revista Española de Derecho canónico», 15 (1960), pp. 291-296. 
114. Ibidem, p. 299. Cfr. también, S. CANALS, Sobre el paso ... , cit., p. 36. 
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para que él pueda tratar la nulidad del matrimonio como caso exceptua-
do, pasará la causa al Tribunal diocesano, el cual procederá por la vía 
ordinaria a tenor del Título V y siguientes». Parecida especificación se 
hace en el canon 230 de dichas normas: se procederá según el canon 227 
si se ha de confirmar la sentencia en segunda instancia, o se remitirá a la 
vía ordinaria cuando el Tribunal juzgue que no se cumplen todos los 
requisitos correspondientes. Igualmente la norma IV, 3 del M.P. Causas 
matrimoniales indica lo siguiente: «Cuando han cambiado sustancial-
mente las circunstancias de lugar o de personas a las que se refiere el 
1, la instancia antes de la conclusión en la causa puede ser transferida 
en casos particulares de uno a otro tribunal, igualmente competente, con 
tal que se dé el consentimiento de las partes y de ambos tribunales». 
Por analogía con estos casos puede concluirse que la transferencia 
tendrá lugar cuando la vía administrativa no reuna los requisitos nece-
sarios para su tramitación, o cuando se producen cambios sustanciales 
que aconsejan la vía judicial. 
6. Líneas directivas a tener en cuenta en un procedimiento administra-
tivo de separación. 
En el número anterior hemos analizado el procedimiento administra-
tivo del Arzobispado de Barcelona. Vamos ahora a señalar algunos cri-
terios generales en relación con la tramitación administrativa de las causas 
de separación. Conviene tener en cuenta el esquema del procedimiento 
analizado, porque nos puede servir de base a cuanto indiquemos a con-
tinuación. 
Nos interesa estudiar, en primer lugar, las características de un pro-
cedimiento administrativo, no procesal, es decir, de aquel procedimiento 
que carece de contradictorio e intervienen las partes ante un juez imparcial 
-y ante el cual se presentan los hechos, pruebas, alegaciones, etc., guar-
dando una forma solemne 115_. El procedimiento administrativo al que 
nos referimos tendrá, por el contrario, las siguientes características 116: 
1.0) El Ordinario, o la persona delegada con facultades para llevarlo a 
cabo, no actúa como juez, sino como alguien que interviene directa-
mente en el esclarecimiento y resolución de un conflicto. Puede de-
115. Vid. nota 106. 
116. Cfr. F. M. CAPELLO, Praxis processualis ad normam Codicis et peculiarium Sanctae 
Sedis instructionum, 2." edic. (Roma, 1948), p. 214. 
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cirse, sobre todo en algunos casos, que es parte interesada. 2.°) No es 
necesaria la presencia de un Notario, aunque en algunos casos, como en 
los de separación, sea conveniente. 3.°) Tampoco se requiere seguir las 
prescripciones judiciales en cuanto a la citación de las partes, examen 
de testigos, constitución de tribunal, etc. Igualmente, si se interroga 
a los interesados, no hace falta que presten juramento -salvo que 
en ciertas ocasiones sea conveniente-, ni que el interrogatorio sea 
público. 4.°) Se busca aplicar la justicia con equidad, sin atenerse al 
estricto Derecho, procurando esclarecer los hechos y resolver el conflicto 
del modo más conveniente para el bien de las almas. 5.°) No hay, por 
tanto, apelación -ya que no se ha pronunciado sentencia-, sino re-
curso jerárquico ante el superior correspondiente. Si la solución proviene 
de un Delegado episcopal, cabe recurso jerárquico ante el Obispo. Tam-
bién cabe recurso contencioso-administrativo en los casos de que, por 
prescripción de ley, proceda 117. 
6.1. Análisis de las fases del procedimiento administrativo de sepa-
ración. 
Para sistematizar de algún modo las ideas, vamos a referirnos por 
separado a cada fase del procedimiento, según el esquema del apartado 
IV, 5,2. 
A. Fase previa. 
En ella se incluye, tal como quedó señalado, la presentación de soli-
citud de separación, el interrogatorio de las partes y eventualmente de 
algún testigo, y el intento de resolución del problema principalmente por 
medio de la reconciliación, procurando evitar la separación. 
La solicitud no ha de ser necesariamente por escrito, pero conviene 
indicar en ella 10 mínimo imprescindible: a quien se dirige; 10 que se 
pide y los términos del acuerdo entre las partes sobre aspectos relacio-
nados con la separación -régimen de bienes, fijación de domicilio, aten-
ción de los hijos, etc.-, si los hay; las razones por las que se pide; 
el domicilio o residencia de los interesados, y algún otro dato que com-
plete la información. Entregada la solicitud, se ha de citar a los sujetos 
117. Sobre las notas características de distinción entre lo administrativo y lo jurisdic-
sional, cfr. L. DEL AMO, La separación entre ... , cit., pp. 282-283. 
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interesados -por separado, y en distinto día si parece adecuado--, así 
como al párroco correspondiente, en los casos en que su presencia sea 
de interés. No debe descartarse, como señala Del Amo 118, la posibilidad 
de que los párrocos puedan tramitar inicialmente las causas de separa-
ción, ejerciendo de este modo una estimable función pastoral que puede 
facilitar la que haga posteriormente el Delegado episcopal. 
Nos parece de capital importancia la atención que se preste a la con-
ciliación de los cónyuges. Se requerirá para ello conversaciones por sepa-
rado con cada uno, escuchar las razones que alegan, buscar puntos de 
contacto entre ellos, moverlos al olvido de afrentas, hacerles ver los 
inconvenientes de la separación, etc. La prudencia y el sentido común, 
así como la experiencia y visión sobrenatural del sacerdote delegado pueden 
superar muchos obstáculos. 
Por considerarlas de interés, vamos a recoger aquí parte de las pala-
bras pronunciadas por Subirá García -Provisor del Tribunal Eclesiás-
tico de Valencia- en la inauguración del curso académico en la Academia 
Valenciana de Jurisprudencia y Legislación 119. Están dirigidas a los abo-
gados que reciben clientes con deseo de separarse. Pero tienen perfecta 
aplicación al modo de proceder el Delegado episcopal en la fase previa 
de reconciliación. Después de referirse al discurso de Pablo VI del 8 de 
febrero de 1973, dirigido a los Auditores y Oficiales de la Rota Romana, 
donde se recalca la naturaleza pastoral del Derecho Canónico, continúa: 
«Partiendo, pues de estos presupuestos, yo consignaría cuatro puntos 
en el camino a seguir por el letrado ante un problema de separación 
conyugal: 
Primero: Ver si, realmente, hay causa suficiente para una separación, 
o se trata de un arranque momentáneo en los cónyuges. 
Porque ocurre, a veces, que ante cualquier disputa acalorada o ante 
un problema, agrandado por la imaginación o el temperamento ardiente, 
se acude en seguida al abogado con la creencia de razón sobrada para 
una separación ( ... ). 
Segundo: Es imprescindible, por ello, conocer todas las circunstan-
cias del caso: temperamento de los esposos, relaciones prematrimoniales, 
profesión del marido, nivel económico de la familia, educación y ambien-
te social, trato con ambas familias ... , etc. Precisar lo más posible el 
118. Cfr. L. DEL AMO, Nueva tramitación ... , cit., pp. 28·29. 
119. Cfr. V. J. SUBIRÁ GARCÍA, El Abogado ante una crisis matrimonial de separación, 
en Boletín n." 40 del Ilustre Colegio de Abogados de Valencia, pp. 6-17 de la separata. 
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origen de la dificultad, evolución de la misma, su repercusión en los hijos, 
demás familiares, amistades y ámbito social en que se desenvuelve el ma-
trimonio ... , etc. Sobre todo la índole psíquica de los cónyuges (. .. ). 
Tercero: ( ... ) conveniencia de conocer a los testigos y el valor o al-
cance de su testimonio; saber si conocen los hechos de «visu», «de auditu» 
o si solamente pueden declarar sobre «lo que se dice» o «porque es 
rumor general»; apreciar la calidad de dichos testigos: su veracidad, nú-
mero, posibilidad de desplazamiento al Tribunal o simplemente su dispo-
sición y buen ánimo para declarar, libres de presiones o de miramientos 
humanos ... ; estudiar la calidad de los documentos, públicos o privados, 
cartas u otros cualesquiera que pueda aportar el cliente en el momento 
oportuno» . 
A continuación, se detiene, el autor citado, en el modo de llegar a 
la raíz última de las desaveniencias conyugales, con el fin de salvar, si 
es posible, el matrimonio. Después de señalar los elementos esenciales del 
amor conyugal cristiano -impulso moral o unión de los espíritus, atrac-
ción corporal y visión sobrenatural del matrimonio-, enumera diez ele-
mentos «que llamaríamos complementarios -escribe-, y que conviene 
cuiden los esposos con todo esmero. Bien puede decirse que la falta de 
alguno de estos elementos complementarios sea el punto de partida de la 
ruina matrimonial». Entre estos elementos merecen tenerse en cuenta, al 
tratar de descubrir los motivos de las desaveniencias, los siguientes: las 
dificultades económicas, la excesiva ingerencia de las familias de los cón-
yuges en la vida matrimonial, el distinto nivel cultural entre los esposos, 
los desvíos de desórdenes en las relaciones íntimas, una mal entendida 
promoción social de la mujer, la diferencia de criterio en la educación de 
los hijos, los celos, etc. 
«El segundo punto) especialmente dificultoso hoy, en la convivencia 
matrimonial, es el de la educación de los hijos». 
B. Fases de formalización y resolución. Análisis de la interven-
ción del Promotor de Justicia. 
Cuando en la fase previa no ha sido posible evitar los deseos de 
separación, se inician las fases de formalización, tramitación y resolución 
de la causa de separación. Vamos a considerar en ellas varias partes. 
a) Admisión y formulación de la solicitud. 
Un primer punto a considerar es el de la delimitación de competencia. 
Sobre este punto nos remitimos a los comentarios hechos a propósito de 
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los procedimientos de separaClOn en el Proyecto de reforma del CIC 120. 
Según se dijo, no hay un criterio de competencias claro para la tramitación 
de la separación por vía administrativa. En nuestra opinión, 10 más 
correcto será considerar los mismos criterios de competencia que los reque-
ridos para la vía judicial de separación. Según esto, el fuero competente 
sería, a tenor de las normas vigentes, el señalado en el apartado IV. 5.1, 
B 121. Por el contrario, si nos atenemos a la normativa recogida en el 
Proyecto de reforma, el fuero competente sería 122: a) el del lugar de resi-
dencia no precaria de la parte demandada; b) el del Ordinario del lugar 
donde se celebró el matrimonio. En este caso se presenta el problema de 
que las dos partes soliciten la separación conjuntamente. Parece entonces 
lógico considerar un fuero concurrente, a elegir, tanto la residencia común, 
si la tienen, como la de cada una de las partes; c) el Ordinario del lugar 
donde de hecho se deban recoger la mayor parte de las declaraciones o 
pruebas, con las condiciones establecidas para ello. 
Una vez resuelta la competencia, la fase de formalización constaría 
de los siguientes trámites: 1.°) admisión o rechazo del escrito de solicitud 
de separación, según se cumplan o no los requisitos legales establecidos: 
fuero competente, indicio fundado de presencia de causa de separación, 
etc.; 2.°) notificación a las partes de los términos de la solicitud para 
que formulen las alegaciones oportunas, y presenten las pruebas corres-
pondientes; 3.°) fijación de los puntos a demostrar sobre la existencia de 
causa de separación y los hechos en que se apoya. 
b) Esclarecimiento de los hechos. 
Aquí podría admitirse la presencia de abogados y procuradores, siem-
pre que se evite el estrépito judicial y el enfrentamiento de las partes. 
Quizá la práctica de las pruebas pueda hacerse mediante la presentación 
de documentos escritos, o por interrogatorio privado del Delegado epis-
copal a los testigos presentados por las partes. En cualquier caso, las 
declaraciones no tienen por qué hacerse públicas, aunque sí cabe comu-
nicarlas a las partes de un modo adecuado, para que hagan las oportunas 
aclaraciones. 
c) Resolución. 
Una vez recogidas las pruebas y aclarados los hechos, se concedería 
un plazo a las partes para que presenten las alegaciones que estimen 
120. Vid. apartado IV.4. 
121. Vid. nota 109. 
122. Cfr. Schema ... ) cit.) canon 358, p. 82 Y canon 337, p. 77. 
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convenientes. Después, oído el juicio del Promotor de Justicia, si está en 
juego el bien público, se dicta resolución definitiva, con las disposi-
ciones y aclaraciones necesarias. Sobre este punto conviene insistir un 
poco. Cuando la resolución tiene efectos civiles, como sucede en España, 
sólo puede proveerse sobre la separación, pero no sobre aquellos efectos 
cuya competencia corresponde a la autoridad civil 123. 
Unas últimas consideraciones prácticas merecen hacerse en cuanto a 
la fijación del tiempo de la separación y modo de la resolución. La dura-
ción de la separación no ha de hacerse con criterio proporcional a la gra-
vedad de la causa o de la posible culpa, sino en función del tiempo que 
se prevea ha de durar la causa de separación, y teniendo presente siempre 
la posibilidad de la reanudación de la convivencia. Este criterio es conse-
cuencia de la razón de tolerancia que tiene la separación y de que no es 
una pena 124. 
Finalmente quien dicta la resolución debe señalar las razones por las 
que se concede, los nombres de las partes, fecha, etc. Por 10 demás, aun-
que sea resolución firme, no tiene carácter de cosa juzgada, pudiendo 
modificarse la situación, por ejemplo, por el simple deseo de los cónyuges 
de reanudar la convivencia. 
d) Recurso. 
Tal como está actualmente la reglamentación de los recursos, si la 
resolución la ha dictado el Delegado episcopal es posible un recurso ante 
el Obispo, y contra la decisión de éste se puede recurrir, a tenor del canon 
1601, a la Sagrada Congregación de Sacramentos. 
En el Proyecto de reforma del CIC, tenemos noticias de que las 
normas De procedura administrativa in genere 125, recogen algunas dispo-
siciones, en relación con el recurso administrativo. Contra el Decreto dic-
tado fuera de juicio cabe recurso: 1) De reposición ante el que 10 ha 
dictado, dentro de los diez días hábiles a partir del momento en que se emi-
tió el Decreto. No cabe este tipo de recurso cuando se interpone recurso 
ante un Tribunal administrativo diocesano -cuya constitución está pre-
vista en las normas del Proyecto- o ante el propio Obispo, de la reso-
lución dictada por un órgano inferior al Ordinario; 2) Jerárquico, ante 
123. Cfr. sobre este punto, C. DE DIEGO-LORA, Funci6n pastoral ... , cit. pp. 270-272; 
Vid. también apartado IV.6.2.B. 
124. Cfr., las anotaciones sobre el hecho de que la separación no es una pena que 
hace L. MIGUÉLEZ, Comentarios al Código de Derecho Canónico, en AA.VV., t. 3, pp. 719-720. 
125. Vid. nota 103. 
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el superior correspondiente, dentro de los diez días útiles a contar desde 
la intimación del Decreto. Si éste se hadado por un órgano inferior al 
Obispo no cabe antes recurso de reposición; 3) Contencioso-administra-
tivo. Si es contra un Decreto de un órgano inferior al Obispo, se inter-
pone en primer grado ante el Tribunal administrativo regional. Si fuera 
contra un Decreto dictado por el Obispo, el recurso se interpondría ante 
el Tribunal administrativo regional. Contra el Decreto del Ordinario no 
cabe recurso jerárquico, pero sí de reposición, antes de pasar a la vía 
contencioso-administrativa. 
Parece reglamentarse, así mismo, el silencio administrativo. Si el Su-
perior no responde a la petición o al recurso durante los 60 días siguientes 
a su presentación, el que ello pide o recurre puede instar con nueva 
instancia. Si no hay respuesta en los 30 días siguientes, se considera que 
la resolución es negativa. 
e) Intervención del Promotor de Justicia. 
Indica Del Amo que cuando el matrimonio es válido, la separaClon 
es causa grave y pública} contraria a una obligación natural, altamente da-
ñosa a los mismos cónyuges que separados corren peligro de inconti-
nencia y frustran los fines del matrimonio, y además destructora de la fa-
miliay lesiva del bien común por el perjuicio y escándalo que causa» 126. 
De ahí su conformidad con que se exija en su tramitación la interven-
ción del Promotor de Justicia. 
Si bien hay que admitir que todos los efectos de la separación no son 
objeto de la resolución canónica de separación, debe también señalarse 
que derivan de ella: en España, al producir plenos efectos civiles la 
resolución canónica, y, en otros países, al dar vía libre para acudir al 
juez civil y obtener una declaración de separación con los efectos corres-
pondientes. Pero, aunque no se dieran los efectos civiles, el mero hecho 
de la separación tiene repercusiones en el bien público, en relación con 
los hijos y con la estabilidad de la familia, que se ve afectada por la 
pretensión de los cónyuges de separarse. Por ello no debe descartarse 
la presencia del Promotor de Justicia en el procedimiento administrativo 
de separación, aunque no exista una norma taxativa que lo exija 127. 
126. L. DEL AMO, Reflexión ... , cit., p. 18l. 
127. Le Picard, aunque reconoce que el canon 1971 no dice claramente que deba 
intervenir el Promotor de Justicia en las causas de separación, y señala que el canon 1586 
limita la intervención a los casos en los que el bien público, a juicio del Ordinario, puede 
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Sobre el modo de intervenir, cabría la posibilidad de que actuara tanto 
en la fase de admisión como antes de dictar la resolución. En el primer 
caso, para dar su opinión sobre lo que debe esclarecerse acerca de la 
presencia de una causa de separación, o sobre la admisión o no de la 
solicitud; en la fase de resolución su dictamen debe mirar tanto a la 
presencia de una causa de separación, como al modo más adecuado de 
llevarla a cabo. 
6.2. Tratamiento de la separación en los diversos casos. 
A. Separación perpetua. 
Ya ha quedado dicho que la separaClOn perpetua sólo se admite 
actualmente en el supuesto de adulterio. Además, según la legislación vi-
gente, este tipo de separacicón sólo puede tramitarse judicialmente. No 
cabría, por tanto, una consideración de la separación perpetua en vía admi-
nistrativa, si no existieran unas normas de iure condendo que contemplan 
la posibilidad de la separación por vía administrativa en caso de adulterio. 
En efecto, en la nueva redacción del canon 1130, que se recoge en el 
Proyecto de reforma del CIC, se ha suprimido la expresión sive iudicis 
sententia sive propria auctoritate, con lo que queda expedita la vía ad-
ministrativa 128, Y además, si se tiene en cuenta, por otro lado, que en el 
Schema del Proyecto, que recoge los procedimientos de separación, se ad-
mite tanto la vía judicial como la administrativa, sin hacer distinción 
entre las causas de separación temporal y la separación por adulterio 129. 
Además, tal tipo de separación deja de ser necesariamente perpetua, pues 
queda al juicio de la autoridad competente decretar la separación, bien 
temporal, o bien perpetua 130. 
Por lo tanto, si se admite la vía administrativa para la separación por 
quedI'N en peligro, se muestra partidario de que intervenga en las causas de separación. 
Cfr., R. LE PICARD, La communauté ... , cit., pp. 222-224. 
En el Proyecto de reforma del ClC se admite su presencia en la separación por vía 
judicial. Así el canon 357 señala: «Nisi qua pars vel promotor iustitiae processum conten-
tiosum petant, processus contentiosus summarius adhibeatur». Más explícito es todavía el 
canon 360: «Causa de coniugum separatione ad publicum quoque bonum spectant; ideoque 
iis interesse semper debet promotor iustitiae ad normam can. 32», cir. Schema ... , cit., p. 82. 
128. Vid. nota 42. 
129. Vid. nota 100. 
130. Vid. nota 40, párrafo 3. 
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adulterio, el tratamiento de este supuesto no diferiría sustancialmente 
del que se siguiera para la separación temporal, salvo la posibilidad de 
dictar una resolución estableciendo una separación perpetua. También en 
la separación por adulterio, el espíritu del proyecto es el de procurar la 
reconciliación de los cónyuges. Nos remitimos en consecuencia, a lo que 
se indica en el apartado siguiente. 
B. Separación temporal. Análisis particular de la separación con-
vencional. 
La separación temporal puede ser por tiempo definido o indefinido. 
Tal característica debe quedar señalada en la resolución de separación, con 
el fin de que los cónyuges sepan a qué atenerse. Igualmente, sería con-
veniente señalar en dicha resolución lo que debe hacerse para reanudar 
la convivencia, a saber: a) instar a las partes a que restablezcan la vida 
común en cuanto sea posible; b) si ésta se restablece antes del plazo 
fijado, o en la resolución se ha fijado la separación por tiempo indefinido 
-hasta que desaparezca la causa de separación-, habría que acudir al 
Ordinario -o al Delegado episcopa1- para que revoque la resolución 
de separación; c) si ha caducado el plazo de separación y la separación 
continúa, por no haber cesado la causa, se precisaría acudir al que dictó 
la resolución para que prolongue el plazo o conceda una prórroga deter-
minada; pero si no hay motivos para que la separación continúe no debe 
prorrogarse. 
a) Sobre la legitimidad de la separación convencional. 
Vamos a analizar ahora la posibilidad de una separación convencional 
en sede canónica. Del Amo reprueba las «separaciones llamadas privadas 
o amigables», hechas al margen de la autoridad de la Iglesia. En apoyo 
de su postura aduce varias razones presentes en la Rota de la Nuncia-
tura de Madrid 131. 
Entiende Del Amo por separación consensual la separación privada 
hecha por acuerdo de los cónyuges, haya o no causa legítima que los 
excuse de la convivencia. En cierto modo, equivale a una separación ami-
gable. Este autor se muestra contrario a que una separación · de hecho 
así realizada dé origen a una causa de separación, de tal modo que, ante 
131. Cfr. L. DEL AMO, Reflexi6n ... , cit., p. 179. 
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la pretensión de las partes de legitimar la separación, la Iglesia sólo 
tendría que limitarse a darle eficacia jurídica, sin examinar los motivos 
que los cónyuges tienen para vivir separados. Nos parecen correctas las 
razones por las que se opone a una homologacicón de tal naturaleza; 
las resumimos en tres 132: a) la autoridad de la Iglesia debe descubrir los 
motivos de una separación de hecho, así como su alcance y efectos; b) las 
separaciones consensuales no suelen salvar la justicia y equidad en lo refe-
rente a deberes y derechos conyugales; c) lo mismo puede referirse con 
respecto a los hijos y demás aspectos de la vida conyugal. 
Ahora bien, ¿cabría una separación convencional con intervención de 
la autoridad eclesiástica, que examine la separación y legitime tal separa-
ción, según los casos? Para responder a ésta pregunta es preciso distin-
guir y matizar las características de la separación convencional y de la 
homologación. 
b) Posibilidad de una separación convencional homologada. 
Indica Bastida 132 la existencia de una opinión favorable a «dar fuerza 
legal a los pactos de separación amistosa, entre los cónyuges que se ven 
avocados a tener que prescindir de la vida en común». ¿Cómo se llega ha-
bitualmente a estos pactos? Según Alemany 13\ «se da el caso, y por des-
gracia frecuente, que por una situación determinada de descontento persis-
tente, los esposos viven separados sin pretender intentar una acción judicial 
de separación de cuerpos». Los motivos que señala para no acudir a los 
tribunales son varios, pero lo habitual suele ser por negligencia o para 
evitar un proceso largo y costoso. Y añade: «A menudo, ante estas situa-
ciones, el abogado suele aconsejar el pactar previamente, y por escrito, 
en forma de contrato, una separación de hecho. En el encabezamiento 
del convenio suele figurar la incompatibilidad de caracteres, y muy pocas 
veces la culpabilidad de uno de los cónyuges para no prejuzgar así el 
fondo de la separación; luego, se resuelve la cuestión de alimentos, domi-
cilio, bienes, y se determina en favor de cuál de los cónyuges quedarán 
los hijos». Después de reconocer el carácter de mal que tiene la separa-
ción, tanto para los esposos como para los hijos y para la sociedad, añade: 
132. Ibídem, pp. 177-178. 
133. X. BASTIDA, A propósito de las llamadas «separaciones consensuales!>, Revista Jurí-
dica de Cataluña; 75 (1976), p. 125. 
134. J. M. ALEMANY, Hacia la normalización de la separación matrimonial de hecho, 
«Foro Gallego», n.O 173 (1977), p. 93. 
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«es, en fin cierto, que la necesidad de obtener el reconocimiento del 
cónyuge inocente comporta por parte de la autoridad la necesidad de per-
catarse de quién es el responsable de la crisis conyugal y esto no se logra 
sino a base de la necesaria prueba, a veces ardua. Con todo persiste la 
legitimidad del interrogante que nos hemos planteado, de si es necesario 
en cada caso pasar por un espinoso camino procesal antes de llegar a 
la separación legal». La solución que Bastida propone se basa en un pro-
cedimiento judicial de separación que respete la legalidad vigente y, al 
mismo tiempo, evite el enfrentamiento de las partes. Este procedimiento 
sería aplicable en los siguientes casos 135: a) cuando hay necesidad de la 
separación y resulta difícil decretar quién es el culpable, o no se desea 
esta declaración; b) en casos muy complejos en los que resulta muy 
difícil calibrar las causas de separación, pero queda claro que la convi-
vencia en tal situación carece de sentido. Para estos supuestos, y siempre 
que se cuente con el consentimiento de las partes, se podría seguir 
-según Bastida- un procedimiento en que tenga cabida el acuerdo de 
los cónyuges sobre algunos aspectos de la separación. En síntesis consiste 
en lo siguiente 136: se presenta demanda inicial alegando alguna causa ca-
nónica de separación, por ejemplo, vida en común demasiado difícil, o 
molesta convivencia. 
Las dos partes reconocen la existencia de la causa de separación y la 
necesidad de que se decrete ésta por la causa aludida. Previamente los 
cónyuges han regulado la separación por convenio privado. Pero l~ sepa-
ración tiene su fundamento en que existe una verdadera causa canónica 
que impide la convivencia. 
La sentencia, por lo tanto, no es preciso que se fundamente en el 
acuerdo de las partes, sino en la causa canónica, «que bien puede expre-
sarse en los términos genéricos de vida en común demasiado difícil». 
Dicha sentencia no declara a ninguno de los cónyuges culpables, y acepta 
lo pactado por ellos. 
Como se ve, se trata de la homologación de un pacto entre los cón-
yuges según los términos de la separación, pero una vez que se ha com-
probado la presencia de una causa de separación. Sin embargo, una sepa-
ración convencional sin declaración de culpabilidad presenta algunos incon-
venientes que conviene señalar. 
135. Cfr. X. BASTIDA, A propósito ... , cit., p. 125. 
136. Ibídem, pp. 128-132. 
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c) Dificultades en cuanto a los efectos civiles de una separación con-
vencional. 
Refiriéndose a este tipo de separación, alega Coderch lo siguiente 137: 
1.°) la competencia del Tribunal Eclesiástico sólo alcanza al hecho de la 
separación conyugal y a las disposiciones referentes a la educación católica 
de los hijos, pero no a los efectos civiles; 2.°) la transacción y cualquier 
contrato entre las partes debe atenerse, a tenor de los cánones 1529 y 
1926 138, a lo dispuesto sobre ella en el derecho civil correspondiente, siem-
pre que no vaya contra el Derecho divino d disponga otra cosa el Dere-
cho canónico. En España, el artículo 155 del Código civil regula los 
efectos de la patria potestad: a tal disposición deben someterse, por tanto 
los cónyuges. Por otro lado, el arto 1814, del mismo Código, prohibe las 
transacciones sobre cuestiones matrimoniales y sobre alimentos futuros, y 
el 1275 considera que no producen efecto alguno los contratos estipu-
lados con causa ilícita, y añade que es ilícita la causa cuando se opone a 
las leyes o a la moral. En consecuencia, «los pactos o contratos entre 
los cónyuges -continúa Coderch-, que la Ley Civil tenga por ilícitos 
e inválidos, sin que ni puedan vincular al Tribunal Eclesiástico, ni éste 
aprobarlos, habrán de merecer la misma calificación en el procedimiento 
separatorio» 139. 
3.°) Dado que el Canon 1132 fundamenta la asignación de la edu-
cación de los hijos en la inocencia de uno de los cónyuges -o con el 
católico si el otro es acatólico-, en la parte dispositiva de la sentencia 
por molesta convivencia, sin declaración de culpabilidad, el Juez, si se 
interpreta literalmente el Canon 1132, no puede pronunciarse realmente 
sobre la educación de los hijos -salvo si uno de los cónyuges es acató-
lico-, sino que se limita a aceptar el pacto existente entre los cónyuges. 
Por consiguiente, si la sentencia la da el Juez eclesiástico, sin declaración 
de culpabilidad, la jurisdicción civil en España no estaría obligada a aceptar 
137. Cfr. J. CODERCH, Sentencias de separflCión conyugal por «molesta convivencia!> 
sin declaración de culpabilidad, en Revista Jurídica de Cataluña, 76 (1977), pp. 493-504. 
138. Can. 1529: «La que el derecho civil establece en el territorio acerca de los con-
tratos en general o en especial, tanto nominados como innominados, y sobre la extinción 
de las obligaciones, se debe observar, por mandato del derecho canónico, en materia ecle-
siástica con idénticos efectos, siempre que no vayan contra el derecho divino ni disponga 
otra cosa en el derecho canónico». Can. 1926: «En la transacción se observarán las normas 
establecidas en las leyes civiles del lugar en donde aquélla se realiza, si no son opuestas 
al derecho divino o eclesiástico ( ... )>>. 
139. Ibidem, p. 503. 
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lo pactado por los cónyuges sobre el cuidado de los hijos, ya que sobre 
esta parte no se ha podido pronunCiar el Juez eclesiástico. 
4.°) Por lo que se refiere a España, los efectos Civiles de las sen-
tenCias de separaCión sin declaraCión de culpabilidad no pueden ser ejecu-
tados --continúa Coderch- por el Juez Civil, ya que para ello se requiere, 
a tenor de lo dispuesto por el Código Civil, la existenCia de un cónyuge 
culpable y otro inocente. De ahí la conclusión de este autor: «Lo único 
que con tales sentenCias puede lograrse es la anotaCión de la separaCión 
de los cónyuges sin declaraCión de culpabilidad en el Registro Civil corres-
pondiente, debiendo el Juez encargado de la ejecuCión velar para que no 
se incluyan otros pronunCiamientos que resultarían ilíCitos y por lo mismo 
nulos, al ser opuestos a la Ley» 140. 
Por nuestra parte queremos hacer algunos comentarios a estas con-
clusiones en relaCión con la educaCión y cuidado de los hijos. De acuerdo 
en que la atribuCión de la patria potestad es competenCia de la juris-
dicCión Civil, pero el Juez eclesiástico pude proveer sobre el cuidado y 
educaCión de los hijos. Si se interpreta literalmente el canon 1132, sólo 
se podría pronunCiar el Ordinario -o el Juez competente, por delegaCión 
del Ordinario-- sobre la educaCión de los hijos en los dos únicos supuestos 
de declaraCión de culpabilidad de uno de los cónyuges, y cuando uno de 
ellos no es católico. Sin embargo, en nuestra opinión, el espíritu de este 
canon no se limita exclusivamente a los dos supuestos a que hace refe-
renCia, sino a cualquier resoluCión sobre separaCión en la que haya de 
proveerse sobre la educaCión de los hijos. Basta tener en cuenta, por 
ejemplo, que en la nueva redacCión del canon, en el Proyecto de reforma, 
no se recoge la culpabilidad, pero sí la posibilidad de pronunCiarse sobre 
la educaCión de la prole 141. Lo que se busca con tal disposiCión es el bien 
de los hijos, que no puede quedar limitado por el caso de que no se 
declare la culpabilidad de los cónyuges o su inocenCia. El espíritu de este 
canon -repetimos- es procurar el bien de los hijos y su educaCión cató-
lica con independenCia de quién sea el cónyuge culpable o inocente. Por 
eso, nos parece que el Ordinario -o la autoridad eclesiástica correspon-
diente- puede decretar lo oportuno sobre la educaCión de los hijos en 
cualquier resoluCión de separaCión, y establecer que la educaCión se lleve 
a cabo al lado del cónyuge que según su opinión ofrezca mayores garantías 
pro ipsorum filiorum bono, salva semper eorundem catbotica educationem, 
como reza dicho canon. 
140. Ibídem, p. 504 
141. Vid. nota 45. 
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Según esto, y a tenor del artículo 73,2 del Código Civil español, el 
Juez civil debe estar a lo decretado por la jurisdicción eclesiástica sobre 
la guarda y cuidado de los hijos -no sobre la patria potestad- con inde-
pendencia de que en la resolución se declare la culpabilidad de alguno 
de los cónyuges. En definitiva, una separación canónica sin declaración 
de culpabilidad tendría en España los siguientes efectos ante la jurisdic-
ción civil: a) el relativo a la separación de los cónyuges, sobre cuyo cono-
cimiento es competente la autoridad de la Iglesia; b) lo referente a la asig-
nación de las costas; c) la aplicación por el Juez civil del pronunciamiento 
eclesiástico sobre la guarda y custodia de los hijos. 
Sobre este punto señala Bastida que, «para lo que nos viene ocupando 
de la plena fuerza en el plano civil de una disposición sobre los hijos en 
una sentencia de separación canónica, parece que no hay ninguna difi-
cultad: esta sentencia será ejecutada con arreglo a sus términos» 142. Por 
eso nos parece que, en una separación convencional por vía administrativa, 
el Delegado episcopal debe prestar atención especial al acuerdo entre los 
cónyuges sobre la atribución de los hijos y cerciorarse de que éstos se 
educarán al lado del cónyuge que ofrece mayores garantías modificando 
si es preciso lo acordado entre ellos. 
d) Consecuencias prácticas en relación con la separación convencional. 
De cuanto viene expuesto más arriba -y prescindiendo de los efectos 
civiles de una separación sin declaración de culpabilidad-, caben dedu-
cirse las siguientes consecuencias: 
1.0) La separación convencional -que sería legítima siempre que 
se haga con la homologación que examina la presencia de causa de sepa-
ración 143_ es más factible de realizar por vía administrativa que judicial. 
En efecto, si después del intento de conciliación por parte del Delegado 
142. X. BASTIDA, ibídem, pp. 136-137. 
143. «No creemos -escribe De Diego-Lora- que, en prmClpIO, haya obstáculo de 
peso, por parte de la legislación canónica, a la separación convencional. Si por voluntad 
unilateral puede disponer el cónyuge inocente de ese ius separationis, ¿por qué motivo, 
de lo que el inocente puede disponer unilateralmente, no va a poder disponer éste ponién-
dose de acuerdo con el culpable?». Más adelante alude a la exigencia de una constatación 
pública para su eficacia jurídico-canónica, e indica que se trataría siempre de una separación 
conyugal ajustada a la ley, si bien alcanzada por vía convencional, para concluir con la 
necesidad de una homologación por parte de la autoridad: «Lo que hipotéticamente man-
tiene, ha de entenderse sin perjuicio de postular, de iure condendo, la exigencia de que siem-
pre, para que esa separación produzca efectos jurídico-canónicos, tenga que ser refrendada 
por un decreto del Ordinario o de la autoridad judicial eclesiástica a la que se atribuya 
esta deseable competencia», Cfr. C. DE DIEGo-LORA, Función pastoral . .. , cit., pp. 267-269. 
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episcopal, las partes persisten en la separación; y si del interrogatorio y 
conversaciones con los cónyuges, tendentes a la reconciliación, deduce 
aquél que hay causa de separación, podría ayudarles, ofreciéndoles cómo 
convenir e indicándoles incluso los puntos posibles de avenencia para 
llegar así a un acuerdo razonable sobre los términos en que se lleve a 
cabo. Si se quieren obtener los efectos civiles de la separación, habrá de 
tenerse en cuenta, en el convenio particular de los cónyuges, las pecu-
liaridades de la legislación civil correspondiente 144. 
2.°) Por 10 que se refiere a la declaración de culpabilidad hay que 
señalar que, en el proyecto de reforma del CIC, se han modificado los 
cánones, en el sentido de que esta declaración no tenga apenas relevancia. 
No cabe duda de que una modificación en tal sentido favorece el trata-
miento administrativo de la separación, por responder mejor a una sepa-
ración no contenciosa. 
3.°) La transacción podría, pues, admitirse en una separación con-
vencional siempre que se dé una ratificación posterior de la autoridad y 
se cumplan los requisitos señalados en el punto 1.0). Del Amo, después 
de indicar que, según el canon 1927, 1, no es objeto de transacción la 
disolución del vínculo, se muestra contrario a la transacción en sentido 
estricto -es decir, «un pacto oneroso en orden a poner fin a un litigio 
incierto o a prevenir el juicio que está para ser incoado»- en las causas 
de separación conyugal 145. Estamos de acuerdo con Mons. Del Amo en 
que la separación no es objeto de transacción, pero sí puede la separación 
convencional, de admitirse, adoptar la forma de transacción y someterse 
a la oportuna homologación; y desde luego pueden serlo algunos aspectos 
que hagan referencia al régimen de la separación, siempre que sobre 
ellos pueda pronunciarse la autoridad de la Iglesia o se trate de efectos 
civiles que la legislación correspondiente admita como objeto de transac-
Por su parte, Varela señala en el campo civil la tendencia existente entre varios autores 
a defender un ámbito de validez a esta separación. Cfr. F. V ARELA, La separación ... , cit., 
pp. 45-46. Sobre las ra7..ones que aduce este autor a favor de la separación convencional, 
cfr. ibidem, pp. 50 Y 152-155. 
144. Por lo que se refiere a España, señala De Diego-Lora, después de apuntar la 
presencia de un procedimiento administrativo previo al Decreto por el que se compruebe la 
presencia de una causa de separación, que «entonces no habrá inconveniente en dictar dicho 
Decreto, y que éste pueda alcanzar eficacia en el ámbito civil». Y continúa: «Lo mismo, 
pues, ha de decirse de la separación convencional, siempre que se entienda que el Decreto 
de la autoridad de la Iglesia no puede homologar pactos sobre materias reservadas por el 
Concordato a la jurisdicción civil», C. DE DIEGo-LORA, Función pastoral ... , cit., pp. 273-274. 
145. Cfr. L. DEL AMO, Reflexión ... , cit., pp. 180-183. 
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ción. Entiéndase, pues, que no nos referimos aquí, sobre todo, a una 
transacción en sentido estricto sino a unos pactos entre los cónyuges que 
no pretenden sustituir a la competencia de la autoridad eclesiástica sobre 
el conocimiento de la causa de separación, o sobre alguna modificación 
de lo pactado entre los cónyuges, por no estar de acuerdo con el Derecho 
canónico o, incluso, con el civil. Por lo demás, la intervención del Pro-
motor de Justicia garantizará la tutela del bien público que pudiera 
verse afectado por el pacto entre los cónyuges. 
Si se sigue la forma del contrato de transacción, hay que reconocer 
incluso su operatividad en ordenamientos jurídicos seculares que no reco-
nozcan eficacia civil a las decisiones procedentes de órganos de la juris-
dicción eclesiástica. Los fieles cristianos sabían entonces cómo proceder 
-siempre que no medie impedimento o dificultad alguna por motivos de 
orden público, o por especial prohibición de la ley civil-, haciendo eficaz 
su acuerdo transaccional ante la autoridad de orden secular. 
La aprobación de la autoridad eclesiástica correspondiente, dará efecto 
a esa separación convencional, en ámbito canónico. El hecho mismo de 
que esta aprobación se superponga al acuerdo de transacción, permitiría 
que los cónyuges -o uno de ellos-, con conciencia segura, puedan 
acudir a la autoridad competente del Estado en petición de que se reco-
nozca -si tal reconocimiento se necesitara para que la transacción pueda 
hacerse ejecutiva-, o se ejecute, en su caso, una transacción que no ofrece 
oposición a ninguna norma de Derecho positivo civil, y nuestra confor-
midad con el ordenamiento jurídico propio del país en que la transacción 
se acuerda. 
4.°) Por el contrario no parece que sea viable el compromiso arbitral 
en una separación convencional, no porque no pueda admitirse -siempre 
que se ratifique por la autoridad-, sino ·por la complejidad procedimen-
tal que supone la tramitación, y al requerirse la intervención de personas 
privadas que decidan en temas ajenos a ellas mismas, y reservados, en 
todo caso, a la autoridad de la Iglesia. Esta complejidad se simplificaría 
si el compromiso arbitral se hiciera acudiendo al arbitrio del Delegado 
episcopal. En caso de que se admitiera hay que tener presente, como es 
natural, cuanto se ha dicho en los párrafos anteriores sobre la homologa-
ción por la autoridad de la Iglesia y sobre las características de la reso-
lución. 
En España, dada la legislación vigente sobre la materia, y para evitar 
el posible recurso de casación por infracción de la ley que puede inter-
ponerse contra el laudo arbitral, caso de arbitraje de derecho, la fórmula 
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recomendable sería el arbitraje de equidad. En otros sistemas jurídicos, 
en cambio, en los que se goza de una mayor libertad contractual en 
relación con el arbitraje, y al mismo tiempo se le concede al laudo fuerza 
ejecutiva, puede ser recomendable esta posibilidad de acudir al Delegado 
episcopal eligiéndole árbitro, y, como tal, por otras razones, dictar el laudo 
de separación con los correspondientes efectos civiles. 
e) Separación unilateral por propia autoridad. 
Para terminar el tratamiento de la separación temporal sólo nos 
resta hacer unas breves consideraciones en torno a la separación unila-
ral por propia autoridad. 
A lo largo de este trabajo hemos tenido ocasión de poner de mani-
fiesto la existencia de un ius separationis motivado por la presencia de 
una causa de separación. Igualmente se ha considerado la licitud de una 
separación por propia autoridad en tales casos, si bien dicha separación 
no tenía eficacia jurídica en el fuero externo, mientras no se diera una 
constatación pública, por parte de la autoridad, de la presencia de una 
causa de separación. Sin embargo, a pesar de la posible licitud de una 
separación por autoridad privada, existen razones que la desaconsejan: 
como nadie es buen juez' en causa propia, pueden estimarse como causas 
justas de separación motivos que sólo son subjetivos, sin que tengan fun-
damento suficiente para tolerar una separación. Además, una separación 
privada puede ser motivo de difamación o escándalo para alguno de los 
cónyuges cuando, por ejemplo, el adulterio o las posibles causas de sepa-
ración no son claras ni notorias l46. 
C) Separación preventiva. 
Cosa distinta a la separación unilateral a que nos hemos referido en 
el apartado anterior, es la separación por propia autoridad como medida 
previa a una petición de separación. Actualmente no hay normas genera-
les que regulen una separación previsoria en las causas de separación 
conyugal. Señala Miguélez, que el único recurso, al entablar una causa 
de este tipo, es acogerse a los principios generales de justicia y equidad 
canónica, rompiendo por propia autoridad la convivencia hasta que se 
dicte resolución definitiva 147. 
146. Cfr. L. DEL AMO, Procedimiento en las causas de separación, en «Revista del De-
recho Privado», 43 (1959), p. 559. 
147. Cfr. L. MIGUÉLEZ, Las causas ... , cit., p. 332. 
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Si la separación se tramita administrativamente, podría darse cabida a 
una separación preventiva, recogiendo, en las normas administrativas co-
rrespondientes, la posibilidad de una tal separación -después de que se 
ha admitido la petición y se han agotado las tentativas de conciliación 
entre los cónyuges-, habida cuenta de la licitud, al menos en el fuero 
interno 148, de una separación con justa causa. El propio Delegado epis-
copal podría cerciorarse de la presencia de una causa razonable para tal 
separación, una vez que ha interrogado a las partes. En tal caso, podría 
autorizar la separación hasta que se dictase resolución definitiva. 
148. Vid. notas 22 y 143. 

